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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 13:10, en presencia de 25 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje 



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira la urgencia que hizo presente acerca del proyecto de ley que regula el lobby (boletín N° 3.407-07). 



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

Oficios 



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha tomado conocimiento de que el Senado rechazó el proyecto de ley que crea nueva Circunscripción Senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota (boletín N° 5.432-06) y remite la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.

 

--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

 

Del señor Contralor General de la República, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Cantero, respecto de investigación sobre presuntas irregularidades en la Municipalidad de Calama.


Del señor Ministro del Interior, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a la posibilidad de destinar recursos de emergencia para la reconstrucción del retén de Rafael, en la comuna de Tomé. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores. 

Informes 

 

De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce estímulos para fomentar el crecimiento y el desarrollo económico (boletín N° 6.069-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”). (Véase en los Anexos, documento 1).
 

De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, en lo relativo a concesiones de radiodifusión sonora (boletín N° 5.980-15). (Véase en los Anexos, documento 2).
 

De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, adoptada en París el 17 de octubre de 2003, en la 32ª Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (boletín N° 5.501-10). (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).
 

--Quedan para tabla.

  

De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables señores Naranjo y Ominami mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que implemente medidas legales tendientes a reabrir la Comisión de Prisión Política y Tortura y ampliar su ámbito de cobertura o a crear una nueva, para que puedan ser calificados los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos que no se encuentren reconocidos por la Comisión de Verdad y Reconciliación (boletín N° S 1.104-12). (Véase en los Anexos, documento 5).
 

--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
Mociones 

 

De los Honorables señores Núñez, Bianchi, Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, en materia de prevención de la adicción al juego (boletín N° 6.096-06). (Véase en los Anexos, documento 6).
 

--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables señores Navarro, Ávila y Horvath, con la que inician un proyecto de ley que obliga a las empresas concesionarias de servicios de telefonía local a instalar a sus suscriptores un medidor de consumo telefónico (boletín N° 6.097-15). (Véase en los Anexos, documento 7).
 

--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 

 

De los Honorables señores Muñoz Aburto, Letelier, Navarro y Núñez, con la que inician un proyecto de ley que extiende a empresas relacionadas que integren una misma unidad económica la exclusión para contratar con la Administración al haber sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador (boletín N° 6.098-13). (Véase en los Anexos, documento 8).
 

--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.


IV. ORDEN DEL DÍA

ESTÍMULOS A CRECIMIENTO Y DESARROLLO ECONÓMICO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce estímulos para fomentar el crecimiento y el desarrollo económico, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6069-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 51ª, en 10 de septiembre de 2008.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 53ª, en 11 de septiembre de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son:



-Promover la bancarización y el uso de nuevas tecnologías, por lo cual se elimina en forma permanente el impuesto a las transferencias electrónicas, giros desde cajeros, cheques y traspasos de fondos de cuenta corriente.



-Fortalecer el desarrollo de la pequeña y la mediana empresa.



-Aliviar el efecto de los incrementos en el precio del petróleo.



La Comisión aprobó el proyecto, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus integrantes (Senadora señora Matthei y señores García, Gazmuri, Naranjo y Sabag), en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente puede ser consultado por Sus Señorías en el informe de la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, voy a informar sobre la iniciativa, estudiada ayer en la Comisión de Hacienda, a la cual, en forma circunstancial, me tocó presidir.



El articulado en análisis introduce estímulos para fomentar el crecimiento y el desarrollo económico y apunta a lograr los objetivos ya expuestos, para lo cual se efectúan modificaciones en la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, la Ley sobre Impuesto a la Renta y el impuesto a las gasolinas automotrices.



En primer lugar, se rebaja, en forma transitoria, la tasa del impuesto específico a ese tipo de combustible, para lo cual se contempla una reducción de 4,5 UTM por metro cúbico a 3,5 UTM por metro cúbico. Ello se traduce en una disminución del precio al consumidor de 36 pesos por litro.



Para determinar la aplicación del impuesto, se introducen dos tramos adicionales al mecanismo transitorio aprobado en marzo recién pasado: cuando el precio del combustible supere los 85 dólares el barril, el impuesto será de 3,5 UTM por metro cúbico; cuando exceda los 80 dólares pero se encuentre por debajo de los 85 dólares, ascenderá a 4 UTM por metro cúbico. 



La rebaja significa un menor ingreso para el Estado de 220 millones de dólares en 2009.



Y como en un artículo transitorio -que también vamos a aprobar- se establece que la medida entrará a regir cuando se publique la ley en el Diario Oficial, lo que esperamos que ocurra el próximo lunes, ello importa para el resto del año un menor ingreso de 19 mil 250 millones de pesos.



En segundo término, se elimina en forma permanente el impuesto a las transferencias electrónicas, giros desde cajeros, cheques y traspaso de fondos de cuenta corriente. 



Lo anterior, tendiente a fomentar el uso de medios eficientes de pago y dinamizar el sector financiero, implica un menor ingreso para el erario nacional de 150 millones de dólares a contar de 2009.



Por último, se eleva el límite de los regímenes de tributación contemplados en los artículos 14 bis y 14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los cuales permiten al contribuyente pagar impuestos cuando retira utilidades, o bien, acogerse a un sistema simplificado para determinarlos.



Se amplía, entonces, el límite de ventas anuales de 3 mil UTM a 5 mil UTM.



Se aumenta el límite de capital inicial para el ingreso al sistema del artículo 14 bis. Ello permitirá que más empresas se acojan al beneficio de las medidas de apoyo y fomento para las pymes.



Asimismo, se incorporan los resguardos necesarios para asegurarse de que el artículo 14 bis no sea utilizado como herramienta de evasión. 



Se evita la utilización de límites de venta, tomándose en cuenta los ingresos de partes relacionadas en el mismo régimen. 



Como se contemplan situaciones en que es preciso abandonar el régimen, se establece que una empresa que opera bajo el artículo 14 bis debe hacerlo el mismo año en que venda más de 7 mil UTM o en que los ingresos anuales de actividades de venta de bienes raíces o rentas de capitales mobiliarios superen las mil UTM.


Se excluye a sociedades utilizadas para mantener la propiedad de otras empresas.



El señor Ministro de Hacienda destacó, además, que uno de los elementos del proyecto fue tomado de las 37 medidas propuestas por el Senado a la Presidenta de la República en mayo recién pasado, de entre las contenidas en el Capítulo Fiscal: específicamente, la referida a implementar un programa de rebajas tributarias para las pymes, consistente en que paguen impuestos sobre la base de utilidades retiradas, de modo de evitar los riesgos de elusión.



Evidentemente, con ello se da un paso importante en el cumplimiento de lo que pedimos en su oportunidad y que beneficia, sin duda, a pequeñas y medianas empresas.



El paquete de apoyo para combatir la inflación y dar impulso al crecimiento alcanza los mil millones de dólares. Y se complementa con medidas que no son materia de ley pero que operan por la vía administrativa.



Por una parte, se considera la creación de un crédito tributario para energía solar en viviendas que abarate la instalación de colectores en hogares de familias de menores ingresos y de clase media. Las viviendas de hasta dos mil unidades de fomento recibirán el equivalente al total del costo que ello demande, beneficio que irá disminuyendo de manera gradual para aquellas de valores superiores, con un tope de 4 mil 500 unidades de fomento. De este modo, se reducirá el gasto en gas y se incentivará la sustitución de combustibles fósiles, ante su encarecimiento. El costo fiscal de esta iniciativa será de aproximadamente cuarenta millones de dólares en 2009.



Además, se establece un Fondo de nuevas energías, administrado por CORFO, que dispondrá de 400 millones de dólares para incentivar el desarrollo de centrales hidroeléctricas de menor tamaño y de fuentes de energía renovable, como la solar, la geotérmica, el biogás, la biomasa y la mareomotriz. Entre otros aspectos, financiará garantías para créditos bancarios destinados a inversiones en proyectos de esa índole y de eficiencia energética; un subsidio contingente para reducir los riesgos asociados a la exploración geotérmica, y el apoyo a la constitución de fondos de capital de riesgo especializados en proyectos de energía renovable.



Señor Presidente, el proyecto fue aprobado por unanimidad tanto por la Comisión de Hacienda como por la Cámara de Diputados.



Por mi parte, lo considero un muy buen impulso contra la inflación y en pro del desarrollo y del crecimiento de nuestro país. Esa es la razón por la cual ha merecido tanto reconocimiento. Por ejemplo, el Diputado señor Julio Dittborn lo aplaudió antes de iniciar una conferencia de prensa. Estimo loables las buenas iniciativas del Gobierno, las cuales cuentan con todo el apoyo de nuestros parlamentarios.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, ¿ya se abrió la votación?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No, Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- Entonces, solicito que se abra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



En votación.


--(Durante el fundamento de voto).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, no cabe duda de que las políticas y señales que se entregan a través del proyecto en análisis van en un sentido correcto.



Sin embargo, me parece necesario formular algunas reflexiones respecto de la transitoriedad y lo limitado de algunas medidas, que a mi juicio no provocarán un impulso económico perdurable. Y la disminución inflacionaria que se pretende también reviste características acotadas.



Desde luego, echo de menos una política nacional de combustibles. De nuevo recibimos una señal del Gobierno y del Ministerio de Hacienda en el sentido de reducir el impuesto específico.



Lo cierto es que hemos estado observando que el Ejecutivo ha explorado y ensayado distintos métodos. Por una parte, existen dos fondos de estabilización de precios. Pedí oficiar al Ministerio de Hacienda -todavía no recibo respuesta- para que informe cómo están operando ambos en la práctica. Me parece muy importante que la opinión pública conozca acerca de su manejo. No digo que ello se esté haciendo mal. Simplemente considero relevante dar transparencia a este tipo de mecanismos.



Por otro lado, en marzo recién pasado se intentó disminuir el impuesto específico, y hoy nuevamente se plantea algo similar.



Ninguna de las medidas mencionadas ha provocado, en relación con la opinión pública, los efectos deseados.



Al ser anunciadas aquellas que nos ocupan, se señaló, con mucha fuerza, que el valor de los combustibles se reduciría entre 30 y 35 pesos. Pero desde esa fecha ha subido más que eso.



En la opinión pública se registra, entonces, una pérdida de confianza y credibilidad, porque, a mi juicio, no existe una política permanente. Solo se dan “picotazos” a la cuestión de los combustibles a través del impuesto específico y del Fondo de Estabilización.



Hemos manifestado que era preferible que se eliminaran por completo no solo el impuesto específico, sino también el Fondo de Estabilización. Suprimidos ambos, probablemente no se habrían registrado los efectos sobre la inflación provocados por el incremento de los costos de energía y combustibles, sino que dicho fenómeno sería mucho más razonable y posible de sostener. Y ello quedó demostrado en la sesión anterior celebrada sobre el asunto.



Ahora bien, el proyecto comprende elementos claramente provechosos, como la eliminación del tributo a transacciones financieras, lo cual estimo positivo, que traerá un beneficio no menor a las personas naturales y las empresas pequeñas y medianas. El impuesto actual, de 163 pesos por transacción, será totalmente suprimido a partir del 1º de octubre del año en curso. Se trata de una medida clara, precisa, contundente. Estoy completamente de acuerdo con su aplicación.



La ampliación del beneficio tributario, hasta cinco mil unidades de fomento en ventas anuales, que permite reinvertir utilidades o acceder a un sistema tributario simplificado es una ayuda muy importante para empresas de menor tamaño, específicamente las pequeñas. Sin embargo, estas últimas son clasificadas por obtener ventas de entre 2 mil 400 y 25 mil unidades de fomento al año, por lo que un número reducido de ellas resultarán favorecidas. Sin duda, son las más pequeñas las que resultan más afectadas con la inflación y la actividad económica actual, de modo que sería muy relevante aumentar el beneficio a entidades con ventas anuales de hasta 15 mil unidades de fomento.



Lo expuesto no significa que no vayamos a aprobar y apoyar el proyecto. Simplemente estamos haciendo una reflexión en el sentido de que es necesaria, en particular en el caso de los combustibles, una definición más completa, más concreta, más precisa, a fin de que la opinión pública se imponga de una política nacional de combustibles, que hoy no existe.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, cada una de estas medidas, consideradas individualmente, tiene cierta lógica.



Ya hemos discutido respecto a la necesidad de moderar la tributación a los combustibles en un momento en que sus precios han alcanzado niveles absolutamente exorbitantes.



También resulta lógico facilitar la tributación de las pequeñas empresas -en particular, alentar la reinversión de utilidades- y las transacciones electrónicas.



Por otra parte, comparto, incluso con entusiasmo, los incentivos para generar nuevas fuentes de producción energética.



No obstante, quiero efectuar una reflexión más de conjunto acerca del tema.



Creo que el argumento en orden a que es preciso eliminar impuestos para controlar la inflación puede llevar a situaciones completamente absurdas. Por la vía de hacer desaparecer ese fenómeno podemos terminar generando la bancarrota del Estado. Entonces, llamo a ser más prudentes en el uso de ese tipo de argumentos de ese tipo, que pueden ser bastante efectistas en la contingencia, pero que tienen muy poca lógica desde el punto de vista del mediano y largo plazo. 



Más aún, señor Presidente, creo que en Chile se halla pendiente una discusión tributaria en su conjunto, una discusión tributaria en serio. Porque me parece que nuestro principal problema radica en que la nueva ciudadanía que hoy existe tiene demandas muy altas respecto de bienes públicos.



¿Qué desea la gente? Más seguridad. Quiere mayores dotaciones policiales. Donde Sus Señorías vayan van a encontrar demanda por mejor dotación policial, mayor equipamiento, más retenes. También se advierte una fuerte demanda por calidad en educación, así como también por calidad en salud.



Entonces, uno se pregunta: ¿quién va a pagar esos bienes públicos? ¿Cómo se financiarán? ¿Quién los financiará?



A mi juicio, esa es la verdadera discusión que se plantea. Gran parte de la insatisfacción de la gente tiene que ver con eso: con que las demandas por nuevos bienes públicos no son atendidas.



Hoy, claro, parece muy simpático aprobar una reducción importante al impuesto a los combustibles, la eliminación del gravamen a las transacciones electrónicas y el aumento de franquicias para la pequeña y mediana empresa. Pero en unos días más, cuando discutamos sobre la necesidad de mejorar ciertos programas públicos, de ampliar la infraestructura sanitaria en Regiones, de construir nuevos hospitales y de solucionar los problemas de los establecimientos de salud existentes en la Quinta Región (Viña del Mar, Quilpué, Quillota) y se nos diga que esas inversiones no se pueden efectuar porque no existen ingresos permanentes para ello, surgirá el verdadero debate.



Por tanto, echo de menos un enfoque más global que permita intercambiar ideas sobre el tema tributario en su conjunto y hacernos cargo de la conveniencia de satisfacer las mayores demandas por bienes públicos, las cuales, a mi parecer, constituyen una de las exigencias más importantes que la ciudadanía hace al sistema político y que, por desgracia, en muchos aspectos no estamos en condiciones de cumplir.



Voto a favor, dejando constancia de que la rebaja de tributos como vía para enfrentar la inflación es un camino con claros límites que, finalmente, podría llevar a poner en peligro lo que, en mi concepto, ha sido un activo fundamental del país: la solvencia de sus cuentas públicas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, me referiré específicamente al impuesto a los combustibles.



En verdad, ese gravamen se instituyó en algún momento como una forma de pagar por infraestructura, dado que, por dar un ejemplo, había competencia en el transporte de carga entre los camiones y el ferrocarril. Mientras este debía pagar la mantención y el mejoramiento de las vías, aquellos no pagaban, en el fondo,  por la infraestructura vial.



Lo mismo sucedía con los automóviles, que en esa época se beneficiaban de una inversión estatal que, obviamente, favorecía más a quienes poseían auto que a los que no lo tenían.



En consecuencia, el impuesto a los combustibles se creó para pagar infraestructura. De hecho, desde siempre las industrias no estuvieron afectas a ese tributo. Estaba claro que se trataba de un problema de infraestructura.



El inconveniente es que años después, por diversas necesidades, pero también por variadas presiones que se ejercieron en el Senado, la relación entre los distintos impuestos fue cambiando. En el caso de la gasolina, el tributo se volvió muchísimo más alto que el aplicado al diésel. Claro, había presión de los dueños de buses, de camiones, etcétera. Y también se estableció un impuesto al gas.



Como digo, la relación entre los diferentes tributos fue modificándose, fenómeno que se sigue dando en forma continua. De hecho, durante el presente año este es el segundo proyecto de ley que cambia la relación porcentual entre los distintos impuestos aplicados a los combustibles.



¿Qué es lo que preocupa? Que estos cambios de tributos que se han ido decretando producen efectos en la economía real. Por ejemplo, resulta obvio que ha subido muy fuerte la cantidad de vehículos que usan diésel versus los que utilizan gasolina, lo cual no es bueno porque, desde el punto de vista de los costos internacionales, debiéramos ser neutros, y también porque, desde la perspectiva de la contaminación, resulta peor el diésel que la gasolina.



Lo que más inquieta, señor Presidente, es que, si alguien quisiera instalar una red de suministro de gas para automóviles, necesitaría una inversión muy grande para ofrecer el servicio en distintos puntos de la Capital y de la Quinta y Cuarta Regiones, por ejemplo, porque los automovilistas desean movilizarse entre distintos lugares del país y poder cargar combustible en cualquiera de ellos.



Por lo tanto, si queremos apostar por utilizar gas, ya sea natural o licuado, en los vehículos -lo cual tendría un efecto muy trascendente desde el punto de vista de la contaminación-, se requieren  inversiones millonarias. El problema es quién va a realizar un desembolso de esa envergadura si el precio relativo de los distintos combustibles está variando continuamente, no por un problema de oferta y demanda en el mundo, sino por decisiones de la autoridad. Más aún: las variaciones son impredecibles. Cuando algunos vienen a presionar, subimos un poco un impuesto; cuando vienen otros, lo bajamos en cierto margen, etcétera. No hay una estabilidad en las reglas del juego que permita efectuar una inversión que, si bien resultaría de gran beneficio para el país en el largo plazo, debería consistir en una suma millonaria.



Ojalá el señor Ministro de Hacienda se refiriera a este asunto, porque estimo muy significativo que vayamos dando señales permanentes sobre cuál será nuestra política respecto de los precios relativos, por lo menos en lo que concierne a los distintos impuestos, en el mediano y largo plazo.



El señor Ministro dijo -y probablemente lo va a ratificar ahora- que, desde que él asumió su Cartera, esas diferencias se han ido reduciendo. Y es cierto.



Sin embargo, todavía se necesita con urgencia un proyecto de ley que disminuya más el impuesto al gas natural y al gas licuado. De otra manera, las enormes y costosísimas inversiones que se están efectuando en Quintero, iniciadas bajo determinadas reglas de juego, sencillamente van a pasar a pérdida si nosotros, mediante una modificación relativa a los impuestos, las volvemos inútiles.



Espero que eso quede claro en este debate, de modo que quienes están pensando hacer inversiones de mediano y largo plazo en redes de suministro de distintos combustibles sepan a qué atenerse en el futuro.



Señor Presidente, esta rebaja al impuesto naturalmente va a reducir el precio de las gasolinas. No sabemos si en dos o tres semanas o en un mes ese valor va a ser más bajo que el actual, por cuanto desconocemos qué va pasar con el tipo de cambio y con los precios internacionales. Sí está claro que con esta normativa el producto va a ser más barato que sin ella. Es lo único que podemos decir a los consumidores. Pero no les podemos prometer que efectivamente el precio va a ser menor que el de hoy porque este depende de variables que no controlamos, como el tipo de cambio y el valor internacional.



Ahora, ya que aquí se abrió una discusión sobre el tema, quiero decir que una rebaja de impuestos no necesariamente disminuye la inflación, pues, si la plata que circula en la economía y la demanda agregada es la misma, al final no tiene por qué generar algún efecto sobre la inflación. Más aún, si el Estado, que recibe los tributos, gastara más que los privados en bienes importables, una reducción de impuestos podría llegar a aumentar la inflación. Lo mismo sucedería si el dinero que los consumidores dejaran de pagarle al Fisco fuera gastado más en bienes internos que en bienes importables.



En todo caso, hay que tener muy claro que esta rebaja sí tiene un efecto directo en la inflación desde el momento que reduce el precio de la gasolina. Pero -reitero- no cualquier disminución de impuesto aminora necesariamente la inflación, en la medida en que el dinero siga circulando en la economía.



Señor Presidente, las otras propuestas que se han planteado aquí me parecen razonables; por ejemplo, la que permite ampliar el número de pymes que podrán acceder a una contabilidad más simplificada. Nos alegra que el Gobierno haya recogido una disposición que el Senado había impulsado en el marco de las 37 medidas de política económica.



También resultan adecuadas las normas para tratar de disminuir la elusión y la evasión tributarias.



Por lo tanto, aprobaremos el proyecto en general y en particular.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

 El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, antes que nada, en nombre del Ejecutivo, quiero agradecer al Senado por citar a esta sesión especial para tratar el proyecto de ley que nos ocupa. Damos gracias por otorgarle premura y prioridad a una materia que es -esperamos que este juicio sea compartido por la Sala- importante y también urgente. Es necesario que estos beneficios lleguen pronto a la gente. Ojala así ocurra.



Parto enfatizando que las medidas que contempla esta iniciativa son parte de un todo mayor, cuyo costo llega a la nada pequeña cifra de mil millones de dólares. A veces, cuando uno escucha las discusiones cotidianas, tiene la sensación de que se ha perdido la magnitud o la proporción de lo que significa esa cantidad de dinero.



En 1990 el Estado de Chile gastó, en términos globales, 7 mil millones de dólares. En esta ocasión, un solo conjunto de medidas -parte de ellas contenidas en este proyecto- abarca ni más ni menos que mil millones de dólares. Tales recursos corresponden a los montos involucrados en esta y otras dos iniciativas más. 



Como mencionó el Senador señor Sabag en su muy detallada cuenta, pronto tendremos también aquí -se halla en etapa de planificación- un incentivo tributario a la instalación de calefactores solares en las viviendas de menor tamaño. Ello permitirá que en Chile se use una tecnología disponible en otras partes del mundo y que la gente consuma agua caliente a menor costo, gracias a un aporte fiscal.



Además -esto igualmente ya fue dicho-, vamos a avanzar de manera muy decidida en la generación de nuevas energías, limpias y renovables, mediante una inyección de 400 millones de dólares.



El segundo punto que quiero enfatizar aquí son los aspectos fiscales relativos al proyecto. 



No todas las reducciones que se plantean son permanentes. Por tanto, resulta relevante distinguir lo duradero de lo pasajero.



Según nuestra estimación preliminar, el beneficio para las pequeñas y medianas empresas y el consistente en la eliminación del impuesto a los cheques y las transacciones electrónicas, ambos de carácter permanente, suman en régimen algo más de 300 millones de dólares. Son 320 ó 330 millones, para ser preciso. La otra rebaja contenida en la iniciativa es transitoria. 



En consecuencia, aquí estamos alcanzando dos objetivos a la vez: se crea un incentivo importante al crecimiento económico y la disminución de la inflación -luego agregaré algo a este respecto- y, al mismo tiempo, ello se realiza con la debida atención a los muy necesarios equilibrios fiscales que este Gobierno y los anteriores de la Concertación siempre han observado. 


Lo anterior me lleva a destacar la oportunidad de este conjunto de medidas. Alguien podría preguntar por qué el proyecto se presenta hoy y no se planteó tres o cinco meses atrás. La razón fundamental consiste en que, para adoptar medidas tributarias permanentes, resulta imperativo estar seguros de que existen los ingresos que las hagan posibles. Y, como Sus Señorías saben, el informe del Comité de Expertos -para ser preciso, los Comités de Expertos- que Hacienda convoca cada año hizo una estimación del precio de largo plazo del cobre de 199 centavos de dólar la libra, hecho que, obviamente, contribuye a que en alguna medida -no es el único factor, pero sí uno importante- contemos con mayores ingresos regulares.



Parte de eso se verá reflejado en el Presupuesto que traeremos al Congreso en tres semanas más y permitirá hacer frente a estas modificaciones tributarias, algunas de las cuales son permanentes.



Destaco, además, que estas medidas, en especial la que beneficia a las pequeñas y medianas empresas -ya se ha dicho varias veces; solo lo quiero reiterar-, corresponden a lo planteado por el Senado de la República, que fue muy claro en proponer ampliar el beneficio tributario y evitar la elusión. Y las normas de este proyecto de ley, a nuestro juicio, avanzan en ambas dimensiones.



Dos ideas más, señor Presidente, y termino.



En la iniciativa que nos ocupa y en las anteriores que hemos presentado en materia de combustibles hay una lógica y un diseño que va más allá de cada medida particular. Ya mencioné uno de sus elementos: contener los precios con la debida atención a los equilibrios fiscales. Porque aquí -lo decía muy bien el Senador señor Ominami- no queremos una norma que baje un precio hoy y suba otro mañana. Así no se respetan los debidos equilibrios macroeconómicos y las restricciones presupuestarias. Eso no lo hemos hecho ni lo vamos a hacer.



Al mismo tiempo, hemos planeado medidas que buscan disminuir la brecha entre los impuestos que afectan a los diversos combustibles, con lo cual reducimos distorsiones, aumentamos eficiencia y permitimos que los consumidores elijan entre las diferentes opciones. Ello es efectivo para la relación entre gasolina y diésel y también para la relación entre estos dos combustibles y el gas.



Aprovecho de mencionar que el proyecto de ley tendiente a tratar el tema del gas al interior del Fondo de Estabilización, que en su momento se conversó con la Comisión de Hacienda, presidida por el Honorable señor Frei, fue ingresado al Congreso la semana recién pasada. Por lo tanto, pronto se estará discutiendo en esta Sala.



Por último, señor Presidente, hago constar que para el primer mes de vigencia de estas medidas se anuncia un efecto inflacionario inmediato estimado en 0,25 puntos. Sin embargo, también habrá efectos de mediano y largo plazo, porque estamos estimulando la oferta y reduciendo los costos de las empresas, mejorando su competitividad. Y ello va a ayudar a disminuir la inflación y también a impulsar el crecimiento y el empleo.



Reitero nuestros agradecimientos por esta sesión especial y espero que podamos avanzar en el despacho del proyecto.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-
Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, quiero hacer dos comentarios sobre esta materia.



En primer lugar, el proyecto, en términos generales, resulta conveniente para enfrentar la situación puntual por la que atraviesa el país. Pero también es adecuado por las señales que da, más allá de la coyuntura, al eliminar algunos impuestos de la Ley de Timbres y Estampillas, normativa que con el tiempo debiera ir perdiendo importancia en el país. 



Pensamos que dicha ley y el impuesto al crédito no son adecuados como fuente de ingresos para el Fisco.



Y también me parece conveniente la ampliación del tope en el artículo 14 bis, de manera de estimular a más pequeños y medianos empresarios a mantener sus ingresos en la sociedad, para que puedan crecer, capitalizar e invertir, gravando solo el monto por retiros.



No obstante lo anterior, quiero hacer dos precisiones.



Primero, con respecto al impuesto a los combustibles, el alza del precio del petróleo implica un aumento bastante significativo de los ingresos del Fisco por efectos del IVA. Y el altísimo valor a que ha llegado el crudo le ha representado recursos extraordinarios, en cantidades muy cuantiosas.



Por eso, hemos propuesto que el impuesto a las gasolinas, en definitiva, no se aplique o sea variable -que entre a jugar cuando el petróleo baje de determinada cantidad-, o llegue a cero si el crudo alcanza cifras tan elevadas como las que se aprecian ahora.



Estamos muy contentos de que el precio del petróleo haya bajado alrededor de 100 dólares; pero sigue siendo una locura, por decirlo de algún modo. Por consiguiente, cuando sugerimos que se aplique un impuesto por sobre el precio normal, hablamos de 50 ó 60 dólares el barril, lo que ya hace cinco años se consideraba desproporcionado.



En segundo lugar, deseo hacer presente que he pedido votación separada respecto de la última parte de la modificación que se introduce al artículo 14 bis, conforme al cual no pueden aspirar al beneficio quienes posean o exploten a cualquier título derechos sociales o acciones de sociedades, o formen parte de contratos de asociación o cuentas en participación. La razón dada por el señor Ministro en la Comisión es que no desean beneficiar a los holdings.



En realidad, no sé qué problemas tienen con los holdings. Estos son empresas que a su vez invierten en sociedades productivas. Entonces, si empezamos a perseguir a los inversionistas en distintas sociedades, no nos quejemos después de las cifras que aparecen en los diarios, las cuales indican que Chile ha perdido dieciséis posiciones en el listado de países que cuentan con facilidades para realizar negocios.



El señor Ministro hizo una interpretación -ella está consignada en el informe de la Comisión- en cuanto a que la exclusión relacionada con el hecho de tener títulos o acciones había que armonizarla con una norma que figura más adelante, la cual señala que serán excluidos aquellos cuyos ingresos anuales provenientes de actividades descritas en los números 1° y 2° del artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta -vale decir, rentas de bienes raíces y de capitales mobiliarios- no excedan de mil unidades tributarias mensuales.



Una interpretación armónica como la de ese Secretario de Estado, en cuanto a que los pequeños y medianos empresarios podrán realizar algún tipo de inversiones siempre que sus ingresos por este concepto no superen las mil unidades tributarias mensuales, obviamente que aminora el efecto negativo que, a mi juicio, provoca esta norma.



Pero me gustaría dejar en claro lo siguiente. Yo preferiría que no se incluyera dicha  disposición. Por eso pido votación separada de la parte que mencioné. En caso no aceptarse mi solicitud, me gustaría dejar claramente establecido que los empresarios que se pueden beneficiar con el artículo 14 bis podrán tener negocios en sociedades siempre que el conjunto de sus inversiones mobiliarias y de sus rentas por bienes raíces no supere las mil unidades tributarias. 



Pienso que deberá haber un pronunciamiento claro por parte del Servicio de Impuestos Internos, a fin de armonizar esas dos normas, porque una de ellas se encuentra establecida en términos muy tajantes. Y espero que la interpretación de ese organismo disipe cualquier duda y que, por cierto, sea coincidente con lo expresado por el Ministro de Hacienda en la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, votaré a favor del proyecto, como lo hice en la Comisión.



En lo fundamental, me parece que la iniciativa está bien orientada al facilitar todo lo relacionado con las transacciones electrónicas y eliminar el mencionado impuesto. En ese sentido, avanza en la modernización del sistema.



En este momento de holgura fiscal y de altos precios de los combustibles, creo razonable una rebaja temporal de ese gravamen. Además, estimo que las facilidades que se dan y la ampliación del margen para extender las modalidades tributarias del artículo 14 bis a sectores como la pequeña y mediana empresas van en la orientación correcta, en orden a establecer políticas especiales de estímulo para ellas, que mucho les cuesta competir en los mercados globales en los que Chile se encuentra inserto.



 La idea es que una política tributaria entregue un elemento de estímulo hacia aquellos sectores, a los cuales les resulta difícil competir en los mercados globales y abiertos en los que se desarrolla nuestra economía.



A mi juicio, no es contradictorio con una política que asegure ingresos permanentes al país el hecho de disminuir algunos gravámenes, sobre todo cuando el superávit fiscal es muy extraordinario. Tanto es así -y lo dije en la sesión anterior- que el Gobierno no aplicará su propia regla. 



Hemos realizado un gran debate en el país acerca de la utilidad que representa la regla del superávit estructural. Y, sin embargo, hoy día no la aplicaremos. Porque, si lo hiciéramos, habría que elevar el Presupuesto Nacional en una medida que nadie desearía.



En consecuencia, creo que aquí realmente no se están afectando los ingresos permanentes.



En seguida, quiero hacer dos acotaciones sobre ciertos puntos planteados en la discusión.



Me parece particularmente interesante un asunto que forma parte -como lo dijo el Ministro- de este paquete de medidas reactivadoras, pero que no figura dentro de las materias contenidas en esta iniciativa legal. Me refiero a la creación de un fondo de 400 millones de dólares para el desarrollo de proyectos relacionados con energías no renovables.



Considero que ese es un elemento de giro, de cambio, respecto a lo que ha sido la política energética del país. En mi opinión, es una primera señal en la cual se debe profundizar con mucha fuerza en el futuro, porque -como se sabe- hasta ahora la política energética, en general, se ha basado en la privatización de todo el sector implicado, manteniéndose aquella empresa estatal de significación, que es la ENAP. Pero fundamentalmente se trata de un crecimiento, de una orientación, del desarrollo energético del país por la vía de mercados regulados, donde, desde el punto de vista del Estado, ha habido neutralidad -por así decirlo- sobre los distintos tipos de energía.



Considerando los problemas energéticos globales en el mundo, la experiencia internacional y la crisis generada con el aumento en el precio del petróleo, es evidente que los países -todos lo están haciendo, y es bueno que Chile también lo haga- deben, de alguna manera, direccionar sus políticas energéticas. De este modo podremos ver qué tipo de matriz construiremos.



Y, por tanto, la destinación de esa cantidad de recursos es una primera señal. No son pocos. Se trata de 400 millones de dólares. El desarrollo de una política energética más activa seguramente significará la entrega de más fondos. 



Quería destacar lo anterior, no solo por la magnitud que ello representa, sino porque indica un cambio de tendencia que yo celebro mucho.



Estoy de acuerdo con dos afirmaciones hechas en relación con temas tributarios.



En primer lugar, encuentro que tiene razón el señor Ministro cuando señala que la disminución del impuesto a la gasolina aproxima las diferencias entre los gravámenes que se aplican a los distintos tipos de combustibles, pero no resuelve el problema en cuanto a que contamos con una estructura tributaria que estimula cierto uso y que se hace necesario desincentivar. Me refiero al diésel, que evidentemente es el más contaminante. Y, aunque la diferencia disminuye, todavía es muy grande. 



El impuesto al diésel es mucho más bajo que el que se aplica al resto de los combustibles, como el gas, las bencinas, etcétera.



Por tanto, aquí hay algo pendiente. 



La estructura tributaria en materia de combustibles no fomenta aquello que el país quiere promover. En ese sentido, resulta tremendamente contradictorio, en el fondo,…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, concédame un minuto más. 

El señor LARRAÍN.- Además, acabó el Orden del día.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Solicito autorización a la Sala para prorrogar la hora, porque queda otro proyecto por debatir.

El señor GAZMURI.- A varios señores Senadores se les ha concedido un minuto adicional.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se prorrogará el Orden del día para despachar este proyecto y el siguiente. 



--Acordado.
El señor LARRAÍN.- ¡Por diez minutos! 
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede continuar el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, concuerdo en que aquí hay un debate pendiente, referido a la necesidad de contar con una estructura de impuestos a los combustibles que oriente la demanda hacia lo que necesitamos.



Finalmente, comparto con el Senador señor Ominami la idea de que se debe realizar una discusión mayor sobre el sistema tributario. En esta materia se dan diferencias fundamentales, porque una sociedad como la nuestra, con 20 a 22 por ciento de gasto público sobre el PIB, no será capaz de resolver el conjunto de demandas sociales y económicas del país.



Por desgracia, esa discusión sigue como un gran capítulo pendiente en el debate público.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, veo con gran preocupación el hecho de que se va desmantelando la estructura tributaria sin que surjan compensaciones en ese mismo ámbito.



El Estado chileno se ha ido debilitando en forma sistemática y cada vez incide menos en el curso del desarrollo económico nacional.



Por eso, si con esta sola iniciativa -de acuerdo a lo que informa el Ministro- estamos dejando de percibir más de 300 millones de dólares; con el Transantiago entre 700 y 800 millones más, y a eso le sumamos los beneficios que concede el Estado en diversos campos, que han permitido la orientación de las inversiones en un sentido muy distinto de aquel que habría impreso el interés público, estamos en un escenario extraordinariamente preocupante.



Lo prueban algunos elementos que podemos mencionar. 



La Empresa Eléctrica del Norte Grande, por ejemplo, registró un crecimiento en sus utilidades de 204 por ciento, y Enersis, de 138 por ciento. Sin embargo, incrementaron las tarifas para sus usuarios. Y el Estado no dice absolutamente nada al respecto, porque carece de capacidad para involucrarse en un desajuste tan notable como ese.



Como lo señalé en relación con la exposición del Banco Central, el Servicio de Impuestos Internos nos informó que en el marco de los resultados de la Operación Renta 2008, los montos declarados por las empresas mineras disminuyeron en 19,1 por ciento, pasando de 3 mil 356 millones en el 2007, a 2 mil 716 millones en el 2008. 



Las razones para explicar esto se desconocen. Salvo que atendamos a una circunstancia ya conocida, que son los manejos de costos ficticios que se hacen con el exclusivo propósito de conseguir mayores utilidades.



Alfredo Ovalle, máximo dirigente empresarial de las mineras privadas, argumentó que ellas han enfrentado un importante aumento de costos. Según un comunicado de la Federación Minera de Chile, entre 2005 y 2007 habrían subido en 111 por ciento, lo que representa casi el doble de los costos de Codelco, que alcanzaron a 67 por ciento.



Traigo de nuevo a colación estos antecedentes, porque me parece oportuno citarlos en el marco de una situación donde el Estado pierde sistemáticamente la capacidad de obtener mayores recursos, además de no tener una incidencia efectiva en el curso que van tomando los temas del desarrollo en el país. 



Desde luego, no hay iniciativa alguna que, utilizando la herramienta tributaria, apunte al menos a morigerar las brutales desigualdades que cada día van haciéndose más ostensibles en la sociedad chilena. No hay nada que vaya en esa dirección…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador. 



¿Cómo vota Su Señoría?

El señor ÁVILA.- ¡Apaguemos el aparato que silencia los micrófonos, al igual cómo se va apagando la capacidad del Estado…!

El señor ROMERO.- ¡Como se van apagando otras cosas…!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Insisto, ¿cómo vota Su Señoría?

El señor ÁVILA.- Ya voy a emitir mi preferencia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, en la discusión de la sesión anterior, referida a la cuenta del Banco Central, como también en el debate del presente proyecto, uno tiende a mirar como un inexperto en la materia el análisis que se hace. 



En un examen macroeconómico, en el cual se hacen todo tipo de elucubraciones sobre el desarrollo y significado de las inversiones, las proyecciones del Banco Central no  son buenas, pues sitúa la inflación en más de 8 por ciento. 



Y ahora enfrentamos un proyecto de ley del Ejecutivo, por medio del cual esperamos que se logre, de alguna manera, paliar los efectos producidos en la gente, y que ello se traduzca finalmente en lo que la ciudadanía espera.



El Estado recibe hoy cuantiosos recursos como consecuencia del gran precio del cobre, y muchos de ellos están en reserva. 



Opino que es indispensable entrar al debate de la carga tributaria. En verdad, creo que no es un asunto ideológico, sino uno  que se relaciona con determinar con claridad que algunas obligaciones tributarias de las personas debieran rebajarse y los gravámenes a las empresas subirse. 



Esa discusión la podríamos orientar técnicamente en términos de lo que significa para el Estado cumplir con los objetivos sociales que esperamos que tenga esa recaudación de recursos.



Por ejemplo, habría sido interesante plantear la eliminación del descuento del 7 por ciento de salud para los jubilados, asunto esencial, que va en directo beneficio de la gente. Tal vez haya menos recaudación fiscal, pero lo importante consiste en que eso afecta a los ancianos y que su eliminación los favorece.



Según el informe del Banco Central, una parte importante de la inflación se relaciona con el ítem alimentario. Pero resulta que si uno lo analiza por los ingresos, el quintil más bajo invierte en alimentos el 77,5 por ciento de ellos, y el quintil más alto, el 4,4 por ciento.



Entonces, cuando no usamos la política tributaria como un elemento de desarrollo o de distribución, creo que estamos equivocados. Y hablamos en términos genéricos, globales. 



A mi juicio -lo he planteado otras veces-, debería existir una canasta básica con IVA diferenciado, que realmente favorezca a la gente cuando compra directamente. Y no estoy hablando de adquirir harina, sino pan. 



En este caso, si se eliminara dicho impuesto, hoy día serían 100 pesos menos para las personas que invierten el 77,5 por ciento de sus ingresos en alimentos, lo cual significaría una rebaja importantísima. 



Hay una serie de medidas que uno podría implementar como políticas fiscales, respecto de las cuales en esta discusión a veces estratosférica, porque hablamos de millones de dólares, resultan al final poco debatidas. 



Por eso, considero relevante que ojalá, en algún minuto, entremos a analizar esa materia. 



Tiempo atrás le planteamos al Ministro de Hacienda hacer rebajas transitorias, por ejemplo, bajar dos puntos porcentuales el IVA por dos años, o disminuir el impuesto específico a los combustibles a cero por igual lapso. La idea es buscar fórmulas para revertir favorablemente la mala percepción actual de la gente: que el Estado recibe mucho, pero ella no ve beneficios. 



Ese asunto no se ha debatido a fondo, pero deberíamos hacerlo. 



Yo, por supuesto, votaré a favor del proyecto. Porque representa pasos importantes acerca de lo que hemos planteado: por primera vez se toma la decisión de efectuar una rebaja parcial. 



Sería interesante que ello formara parte de políticas fiscales que nos permitieran ayudar a las personas de escasos recursos, pertenecientes a los quintiles más bajos, pues debido a su pobreza nos les resulta fácil enfrentar los aumentos del IPC y todo lo que significa mayores gastos. Y lo mismo ocurre en la clase media, lo cual es indispensable y relevante tener en consideración. 



Votaré que sí. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 



En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor). 



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar (don Adolfo).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, como esta iniciativa viene calificada de “discusión inmediata”, debe ser votada también en particular. 



En tal virtud, hago presente que ha llegado a la Mesa una indicación del Honorable señor Novoa, por lo que sugiero dirigirse al boletín comparado. 

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, había solicitado votación separada por las razones que di en mi intervención anterior. Pero con el objeto de no dilatar el despacho de la iniciativa, sobre todo considerando lo que significa la rebaja del impuesto a los combustibles y habiendo dejado clara mi posición frente a la respectiva norma, retiro la solicitud de votación separada. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se agradece la deferencia de Su Señoría. 



En consecuencia, queda retirada.



--Habiéndose retirado la indicación, el proyecto queda aprobado también en particular, con la misma votación con que se acogió la idea de legislar.

MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES
RESPECTO A CONCESIONES DE RADIODIFUSIÓN SONORA
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones en lo relativo a concesiones de radiodifusión sonora, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5980-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 2 de septiembre de 2008.


Informe de Comisión:


Transportes, sesión 53ª, en 11 de septiembre de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son perfeccionar el régimen legal de asignación y otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora de libre recepción, haciendo más expedito el procedimiento de concesiones, a través de la simplificación del mismo, especialmente en los casos en que se trate de renovación de una concesión afectada por un procedimiento sancionador; determinar en la ley la zona de servicio máxima en la renovación de una concesión y eliminar la exigencia del proyecto financiero. 



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros (Senadores señora Matthei y señores Cantero, Muñoz Barra, Novoa y Pizarro), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. 



Cabe destacar, sin embargo, que los Senadores señora Matthei y señores Cantero y Novoa aprobaron en general esta iniciativa en el entendido de que el Ejecutivo presentaría hoy indicaciones para establecer el efecto retroactivo de la normativa y limitar el procedimiento para la renovación de las concesiones radiales a los concesionarios pequeños que detenten un número reducido de concesiones de radiodifusión sonora. 



El texto del proyecto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión. 



Advierto a Sus Señorías que han llegado a la Mesa ocho o nueve indicaciones. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Cantero. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, este proyecto tuvo un tratamiento bastante expedito en la Comisión, pero se formuló una ácida crítica al Ejecutivo        -efectuada con mucha energía- por el escaso plazo que se dio al organismo técnico para el estudio de aquel. 



Sin embargo, dada la importancia y urgencia de la temática se accedió a votar en general la iniciativa. 



La idea es pedir a la Sala que se vote en general y particular, debido a que el concurso de concesiones radiales se inicia el próximo 15 de septiembre. 



En qué consiste el proyecto. 



1.- Determina legalmente la zona de servicio máxima en la renovación de una concesión. 



2.- Elimina para aquella concesión preexistente la obligación de presentar un proyecto técnico, pues se trata de la misma estructura técnica que está vigente.



3.- Regula el procedimiento infraccional pendiente, de tal manera que se compatibilice su resultado con la definición de la nueva concesión. 



4.- Elimina, por inoficioso, la exigencia de un proyecto financiero para cada concurso de concesión, pues el Ejecutivo la consideró un arcaísmo. 



Esa es la esencia de la iniciativa. 



Por otro lado, cabe agregar que, con relación a los planteamientos específicos realizados -algunos válidamente- por diversos Senadores y Senadoras, el Gobierno ha señalado los siguientes compromisos con la Comisión de Transportes: 



1.- Poner urgencia al proyecto que trata las concesiones, ya aprobado por el Senado y que se encuentra en estos momentos en la Cámara de Diputados, donde no ha experimentado ningún movimiento. 



2.- Recoger todas las indicaciones formuladas en este trámite e incorporarlas en la recién citada iniciativa, que será discutida con urgencia. 



Es cuanto puedo señalar, señor Presidente. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Debo hacer presente a Su Señoría que continúan vigentes sus indicaciones, a menos que las retire oficialmente, y otras firmadas por los Senadores señora Matthei y señor Novoa. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Quedarían retiradas todas las indicaciones? 

El señor NOVOA.- Las nuestras no.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, se entiende que las indicaciones, en base al acuerdo antes mencionado, las presentaría el Gobierno en el proyecto que se encuentra en trámite en la Cámara de Diputados. 

El señor NOVOA.- ¡Esa es otra iniciativa! 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Pido que se abra la votación, señor Presidente, atendido lo avanzado de la hora. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación. 

La señora MATTHEI.- Antes, señor Presidente, hay que ver si existen indicaciones o no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El Senador señor Cantero ha efectuado un planteamiento clarísimo. Y, si al respecto existe acuerdo, se entendería que esas indicaciones serán formuladas al proyecto que se halla en la Cámara Baja. 



¿Así es, Su Señoría?

El señor CANTERO.- Sí, señor Presidente.



Pero en el evento de que algún señor Senador no acoja la propuesta del Ejecutivo, sugiero que se voten de inmediato las indicaciones.

El señor LARRAÍN.- Primero se vota en general, y después, las indicaciones. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Senador Novoa, ¿mantiene sus indicaciones?

El señor NOVOA.- Sí, señor Presidente. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Debo hacer presente a la Sala que primero debe votarse en general la iniciativa.

El señor NOVOA.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Presidente, aquí se nos presenta un proyecto, con discusión prácticamente inmediata, para alterar las normas de un llamado a renovar concesiones de radiodifusión, cuyo proceso se inicia el próximo lunes.



A mi juicio, de una vez por todas debemos rechazar estos procedimientos, porque es evidente que hace muchos años que el Gobierno estaba al tanto de cuándo caducaban las actuales concesiones.



No tenemos antecedentes que nos permitan saber si lo que se propone es o no es lo más adecuado. Entendemos que hay un legítimo interés de los dueños de radioemisoras por que el proyecto se apruebe, pero no existe claridad si la iniciativa debiera beneficiar a todas ellas o a las pequeñas y regionales que, por cierto, quedarían exentas de presentar estudios técnicos para la renovación de los permisos.



Señor Presidente, hay una forma de legislar que, por lo menos a mí, me molesta profundamente. Ayer planteamos en la Comisión la posibilidad de discutir el proyecto y de que se aprobara un artículo transitorio a fin de que sus normas pudieran ser incorporadas en el proceso de licitación pendiente. Pero, claramente, el interés del Gobierno es seguir adelante con la iniciativa tal como está.



Por lo tanto, manifiesto mi voto en contra, fundamentalmente, por no haber tenido el tiempo necesario para estudiar el tema y, también, como protesta por la forma en que se nos obliga a legislar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei; después, el Honorable señor Romero.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en lo que concierne a la radiodifusión es claro que tenemos en el país dos situaciones muy diversas.



Por un lado, hay radios muy pequeñas, generalmente de regiones o de localidades lejanas, que realizan un tremendo esfuerzo por sobrevivir. Respecto de ellas, no tengo problema alguno en eximirlas de un trámite costoso, como es efectuar un estudio técnico para postular a la renovación de la concesión.



Sin embargo, todo el mundo sabe también que se han formado enormes y poderosos consorcios de radios, y, francamente, no estoy dispuesta a darles las mismas facilidades.



Por eso, con el Senador señor Novoa habíamos solicitado que el proyecto tuviese un trámite más largo, de modo que pudiéramos hacer la diferencia y facilitar el procedimiento de concesiones solo a las radioemisoras pequeñas, ya que el costo de un estudio técnico es muy relevante. Desgraciadamente, ello no ha sido posible.



Por lo tanto, voy a votar en contra.



Me encantaría otorgar ese beneficio a las radios pequeñas, porque estoy absolutamente a favor de ellas. Sin embargo, por mucho que ese costo sea ínfimo para una radio grande, sencillamente, por un problema casi de estética, no estoy dispuesta a conceder tal franquicia a los enormes conglomerados del sector.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, respeto los planteamientos que se han formulado en cuanto a hacer exigible a la Sala y a las Comisiones el pronunciarnos de la manera como lo estamos haciendo. Eso es algo que uno puede compartir. 



Sin embargo, siento que la iniciativa no debiera ser restrictiva, porque, en definitiva, la idea es facilitar la actividad de los pequeños radiodifusores de regiones. Y nadie, a mi juicio, pretende beneficiar a las radios grandes. Todo lo contrario. Estas empresas no tienen problemas en presentar sus proyectos técnicos y los demás elementos requeridos.



Debo señalar que si alguien se ha esforzado por evitar que exista una suerte de monopolio, de intervención indebida de radios extranjeras, ha sido el Senador que habla. He dado una lucha en tal sentido y lo voy a seguir haciendo.



El proyecto tiene un alcance distinto: favorece a las pequeñas radioemisoras de regiones. En ese entendido debemos aprobar la idea de legislar y, en la discusión particular, los artículos correspondientes.

  

Tengo claro que algunas indicaciones se pueden presentar en una instancia distinta. Pero si no lo hacemos ahora corremos el riesgo de que después, simplemente, no exista posibilidad alguna  de aprobarlas, ni que produzcan algún efecto.



Señor Presidente, puedo comprender el tema estético. Pero aquí hay un asunto ético que, a mi juicio, es tan importante como el estético.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, deseo hacer una consulta al Honorable señor Cantero, pues me preocupa lo señalado por los Senadores señora Matthei y señor Novoa.



Aquí nos vamos a pronunciar haciendo fe de lo que propone la Comisión. Entonces, quiero saber si el proyecto favorece a las pequeñas radioemisoras, si posee un componente encaminado a ayudarlas, pues no tienen posibilidades de competir con las grandes cadenas. 



Si es así, estoy dispuesto a votar a favor; de lo contrario, lo haré en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.  

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en cuanto a si existen litigios pendientes, el señor Ministro nos informó que en la actualidad no los hay.



Por otro lado, la eliminación de la obligatoriedad de presentar el informe técnico, ciertamente beneficia a las pequeñas radios que no pueden financiar los 3 a 5 millones de pesos, que es lo que cuesta presentarse a postular, a pesar de tener vigente el equipo técnico y estar irradiando en ese momento. 



Por lo tanto, la iniciativa favorece directamente a las radios locales. Las grandes radioemisoras, las cadenas de radio, tienen sus equipos formados, no pagan nada.



Y en cuanto a la suspensión del informe financiero, en realidad, es algo que beneficia a todos. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones consideró inoficioso pedir algo que nadie mira, que solo se archiva, dado que no tiene ningún sentido saber cómo se gestiona financieramente una radio. Ese no es un elemento relevante al momento de entregar la concesión.



En conclusión, el proyecto favorece a las radios pequeñas, sin perjuicio de que existe una serie de argumentos entregados por los señores Senadores que son válidos. Por ejemplo, hay uno que considero muy significativo: una misma empresa no podrá presentar más de una persona jurídica postulando a una concesión. Este es un asunto muy relevante.



Por su parte, el Ejecutivo ha planteado que esa materia será incorporada en el proyecto que en este momento se encuentra en la Cámara de Diputados, y que se le tramitará con urgencia.

  

Por eso, hemos pedido votar el proyecto en general y en particular, ya que es el último plazo que tenemos para que la iniciativa tenga vigencia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (19 votos contra 2 y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Larraín, Navarro, Ominami, Prokurica, Romero y Zaldívar (don Adolfo).


Votaron por la negativa la señora Matthei y el señor Novoa.


Se abstuvieron los señores Muñoz Barra y Sabag.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La primera indicación presentada por la Senadora señora Matthei y el Honorable señor Novoa es para reemplazar, en el inciso tercero, N° 1), del articulo único, la frase: “se postergará hasta después de declarada la caducidad de la concesión por decreto supremo o de que haya quedado ejecutoriada la resolución del Ministro que no aplique dicha sanción.” por la siguiente: “se llevará a cabo de acuerdo a las normas legales, sin perjuicio de que si se dicta sentencia de caducidad, la concesión respectiva o su renovación, según corresponda, caducará desde el momento en que ésta se encuentre ejecutoriada.”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión la indicación.



Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- No voy a entrar al mérito, señor Presidente. Solo deseo plantear una cuestión que, siendo de forma, también apunta al objetivo final.



El problema radica en que, de aprobarse cualquier modificación, el proyecto deberá ir a la Cámara de Diputados y, en consecuencia, ya no tendrán aplicación las normas relativas al plazo, el cual comienza -como señalé- el día 15 del mes en curso.



Por consiguiente, anuncio mi voto en contra, no porque me oponga a las ideas planteadas, sino porque entiendo que las indicaciones se pueden presentar en otra instancia, con los efectos que busquemos.

El señor NOVOA.- Podríamos votarlas en conjunto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿No será posible que la señora Senadora y el señor Senador que formularon las indicaciones se allanen a llevarlas al proyecto que se encuentra en la Cámara de Diputados?

La señora MATTHEI.- Naturalmente que se podría, señor Presidente, pero ya no provocarían ningún efecto en la renovación de las concesiones.



Ahora, no tengo ningún inconveniente en retirar las indicaciones. Solo deseo protestar por el hecho de que en una materia tan importante como la de las concesiones radiales, con todo el alboroto que ha causado la realidad de estas, el proyecto que nos ocupa se tramite a último minuto y con tanta urgencia.



¡Es una falta de respeto! ¡Me parece inaceptable!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Lo planteado por los Senadores señora Matthei y señor Novoa está perfectamente claro. Pero creo que, con un afán de ordenamiento, las indicaciones podrían ser votadas en conjunto o, tal vez, retiradas.

El señor NOVOA.- Las retiramos.

La señora MATTHEI.- Por cierto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, quedan retiradas.



--Habiéndose retirado las indicaciones, el proyecto queda aprobado también en particular, con la misma votación con que se acogió la idea de legislar.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14:32.








Manuel Ocaña Vergara,
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE ESTÍMULOS PARA FOMENTAR CRECIMIENTO Y DESARROLLO ECONÓMICO

(6069-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, en calidad de invitados, el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; el Coordinador de Políticas Macroeconómicas, señor Luis Felipe Céspedes; y el asesor legislativo del Ministro, señor Rodrigo González.
Asimismo, asistieron el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar; y el Jefe del Departamento de  Técnica Tributaria, señor Juan Alberto Rojas; y de la Comisión Nacional de Energía, el Jefe del Área de Hidrocarburos, señor José Antonio Ruiz.

- - -
Cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY

Apunta directamente a promover la bancarización y el uso de nuevas tecnologías, eliminando, en forma permanente, el impuesto a las transferencias electrónicas, giros desde cajeros, cheques y traspasos de fondos de cuenta corriente; a fortalecer el desarrollo de la pequeña y mediana empresa y a aliviar el efecto de los incrementos en el precio del petróleo.

- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- El decreto ley Nº 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre impuesto de timbres y estampillas.

- La Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley N° 824, de 1974.
- La ley Nº 20.259, que establece rebaja transitoria al impuesto a las gasolinas automotrices y modifica otros cuerpos legales.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República señala que hoy nos vemos enfrentados a un deterioro más profundo de las expectativas de crecimiento mundial y a un significativo incremento en las expectativas de inflación en el mundo, producto del aumento persistente en los precios internacionales de combustibles y alimentos, por lo que aprovechando la fortaleza de las cuentas fiscales es posible tomar una serie de medidas para ir en directa ayuda de amplios sectores de nuestra sociedad y promover el desarrollo del país. 

Agrega que, en particular, el presente proyecto de ley apunta directamente a promover la bancarización y el uso de nuevas tecnologías, a fortalecer el desarrollo de la pequeña y mediana empresa y a aliviar el efecto de los incrementos en el precio del petróleo sobre el bienestar de las familias chilenas. 
En cuanto al contenido específico del proyecto, expresa que contempla una serie de perfeccionamientos al sistema tributario vigente, que comprenden las siguientes medidas. En primer lugar, la eliminación, en forma permanente, del impuesto a las transferencias electrónicas, giros desde cajeros, cheques y traspaso de fondos de cuenta corriente. En segundo lugar, dispone la ampliación, en forma permanente, de los límites que determinan el número de empresas que pueden acogerse a los regímenes de tributación contemplados en los artículos 14 bis y 14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que permiten al contribuyente pagar impuestos sólo al momento de retirar utilidades o bien acogerse a un sistema simplificado de determinación de sus impuestos. Esto se complementa con los ajustes necesarios a la normativa actual que permitan asegurar la adecuada focalización de este estímulo y evitar las oportunidades de elusión. Finalmente, el proyecto introduce una reducción de la tasa de impuesto específico a las gasolinas a 3,5 UTM por metro cúbico, con carácter de transitoria y con vigencia a contar de la aprobación de este proyecto de ley, según se indica en el artículo transitorio.

- - -

DISCUSIÓN 

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, realizó una exposición en formato power point del siguiente tenor:

Proyecto de ley de fomento del crecimiento y del desarrollo económico.

Escenario actual.

- Condiciones económicas internacionales menos favorables.
Caídas en expectativas de crecimiento de países desarrollados.
Aumento de la inflación en el mundo.

- Economía chilena enfrenta fuertes shocks de oferta.
- Necesidad de incorporar medidas pro-crecimiento. 
Necesidad de incorporar medidas pro-crecimiento.

- Escenario actual requiere hacer un esfuerzo adicional.
- Gracias a una política económica responsable hoy nuestro país se encuentra en condiciones para ayudar a aliviar el presupuesto familiar y  promover  el crecimiento.

- El Gobierno sigue firme en su lucha contra la inflación y en la promoción del crecimiento. 
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Elementos del proyecto.

1.- Rebajar transitoriamente la tasa de impuesto específico a las gasolinas automotrices.
- Impuesto específico se reduce de 4,5 UTM/m3 a 3,5 UTM/m3.

- Lo anterior se traduce en una baja del precio al consumidor de 36 pesos por litro de gasolina.

- Para determinar la aplicación del impuesto, al mecanismo transitorio aprobado en marzo 2008, se le introducen dos tramos adicionales.

	Precio Promedio WTI

Últimos 12 meses
	Componente

fijo
	Componente

variable
	Impuesto

final
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Mayor a 85 USD


	6
	2,5
	3,5

	Mayor a 80 USD y menor que 85 USD
	6
	2
	4

	Mayor a 75 USD y menor que 80 USD
	6
	1,5
	4,5

	Mayor a 70 USD y menor que 75 USD
	6
	1
	5

	Mayor a 65 USD y menor que 70 USD
	6
	0,5
	5,5

	Menor que 65 USD


	6
	0
	6


2.- Eliminar en forma permanente el impuesto a las transferencias electrónicas, giros desde cajeros, cheques y traspaso de fondos de cuenta corriente.
- Fomentar el uso de medios eficientes de pago.

- Dinamizar el sector financiero.

- Menores costos de transacción para pequeñas empresas y personas.
3.- Elevar límite de los regímenes de tributación contemplados en los artículos 14 bis y 14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta.
- Estos regímenes permiten al contribuyente pagar impuestos cuando retira utilidades o bien acogerse a un sistema simplificado de determinación de sus impuestos.

- Ampliar el límite de ventas anuales de 3.000 UTM a 5.000 UTM anuales.

- Se aumenta límite de capital inicial para ingreso al 14 bis.  

- Lo anterior permite que más empresas podrán acogerse al beneficio que les permite medida de apoyo y fomento a la Pyme.

Incorpora los resguardos necesarios para asegurar que 14 bis no sea utilizado como herramienta de evasión:
- Evitar utilización de límites de ventas: se toma en cuenta ingresos de partes relacionadas en el mismo régimen. 
- Contempla situaciones en que se debe abandonar el régimen: se establece que una empresa que opera bajo el 14 bis debe abandonarlo el mismo año en que vende más de 7.000 UTM o ingresos anuales de actividades de venta de bienes raíces o rentas de capitales mobiliarios superen 1.000 UTM.

- Se excluye a sociedades que se utilizan para mantener la propiedad de otras empresas (holding).

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, destacó que esta última parte de la iniciativa corresponde a una de las 37 medidas que fueron propuestas por el Senado a S. E. la Presidenta de la República en mayo pasado (BOLETÍN S 1.051-12), de entre aquellas contenidas en el Capítulo Fiscal, específicamente la referida a implementar un programa de rebajas tributarias para las PYMES, consistente en que tributen sobre la base de utilidades retiradas, evitando los riesgos de elusión.
Agregó que las medidas contenidas en el presente proyecto no agotan los anuncios de S.E. la señora Presidenta de la República, en que el conjunto alcanza los US 1.000 millones, lo que constituye un aporte potente a reducir la inflación y a aumentar el crecimiento. Además de las tres medidas incluidas en la presente iniciativa, se suman un proyecto separado que contiene un incentivo tributario para la instalación de calefactores solares en las viviendas de menor valor, hasta 2.000 UF será totalmente de costo fiscal, y entre 2.000 y 4.500 UF, con un aporte parcial que va decreciendo conforme sube el precio de la vivienda; y la conformación al interior de CORFO de un Fondo de 400 millones de dólares que se utilizará para garantizar inversión en energías renovables, para financiar un subsidio contingente que se utilizará en un primer momento para financiar proyectos referidos a energía eólica y para que pueda comprar cuotas de fondos de capital de riesgo que inviertan en energías renovables.
El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Escobar, indicó, complementando lo expuesto precedentemente por el señor Ministro, que en el régimen de tributación actual la única regla es que cuando las empresas exceden el límite establecido al año siguiente vuelven a tributar en el régimen general del impuesto de primera categoría sobre base devengada. Agregó que se ha detectado que personas que esperan rentas muy elevadas de una sola vez, forman empresas para percibir dichas rentas acogiéndose al beneficio tributario descrito, sin que sea relevante para ellos que al año siguiente las empresas creadas deban volver al régimen normal de tributación, puesto que ya han obtenido los mencionados beneficios.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó cómo se diferencia entre los casos en que se subdivide una empresa para eludir el pago de impuestos, de aquellos en que realmente una persona participa de la propiedad de varios negocios o empresas, e inquirió acerca de cómo se define y determina si una persona ha efectuado la señalada subdivisión con el fin de obtener el beneficio tributario.

El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Escobar, expresó que se aplica la definición que se utiliza desde 1990 para calificar a las empresas como relacionadas, que es la misma que se usa para determinar quiénes declaran en base a renta presunta, sumando las ventas totales de empresas en que los mismos socios tienen el 10% o más de la propiedad de las mismas.  

La Honorable Senadora señora Matthei observó que siendo así sería más correcto sumar los porcentajes de propiedad en todas las empresas relacionadas, por más que existan casos que no se puedan detectar, y no dejar entregada la determinación a un porcentaje fijo.

El Director del Servicio, señor Escobar, sostuvo que el régimen de renta presunta existe desde el año 1990, y la práctica demuestra que ha funcionado de manera eficaz. Además, manifestó que si una persona realmente participa de la propiedad de varios negocios y empresas debiera tributar en el régimen general en base a contabilidad completa.

El Honorable Senador señor Gazmuri expresó estar de acuerdo con el contenido de la iniciativa y efectuó dos alcances, el primero, referido a lo expuesto en sus comunicaciones por los representantes de las empresas de gas natural comprimido (GNC) y de gas licuado de petróleo (GLP), en cuanto se estaría estimulando el consumo de gasolina en desmedro de los combustibles GNC y GLP; y el segundo, para conocer más acerca del referido Fondo que dependerá de CORFO para estimular la generación de energías renovables, en cuanto a su funcionamiento y el tipo de proyectos que serán financiados.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, sostuvo que no se pretende aumentar las distorsiones existentes entre los precios de productos de un mismo rubro, por el contrario, se busca cerrar la brecha que existe entre los impuestos que paga cada uno de ellos, puesto que la gasolina es el combustible que más paga por este concepto, lo que traducido en base a la medida calórica llevará, después de aprobado el proyecto, a que si la gasolina tributa 15, el GNC tributará 10 y el GLP 8.

Manifestó que, en cuanto al Fondo que se ha mencionado, consistirá en un traspaso de 400 millones de dólares a CORFO para entregar garantías a los préstamos solicitados para financiar proyectos de generación de energías renovables como centrales de pasada, biocumbustibles, geotérmica, eólica y solar; para otorgar garantías a los préstamos con subsidio contingente, que son especialmente relevantes en los proyectos de geotermia; y para utilizar un mecanismo creado en la reforma al mercado de capitales que permite la compra de cuotas de fondos de capital de riesgo referidos a energías renovables.

El Jefe del Área de Hidrocarburos de la Comisión Nacional de Energía, señor Ruiz, añadió que lo correcto a efectos de comparar los diferentes combustibles es utilizar la medida  de unidad calórica referida al poder energético.
El Honorable Senador señor Sabag consultó por el proyecto que incluiría al GNC dentro del Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo (FEPCO).

El Ministro, señor Velasco, señaló que el referido proyecto ingresó la semana pasada a la Cámara de Diputados.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que, respecto de la rebaja al impuesto a los combustibles, éste tuvo su origen en pagar el uso intensivo de las calles y caminos públicos, fundamento que fue variando con el pasar de los años por diversas razones, y señaló que lo que plantean los representantes de la industria del gas es que no se pueden afrontar inversiones de largo plazo, como las que se requieren en su área, si no se conoce el criterio que utiliza la autoridad para fijar el sistema impositivo específico, ya que de ello depende la competitividad que tenga uno u otro combustible, por lo que propuso que el Ejecutivo, con la aprobación del Congreso Nacional, establezca cuáles son los criterios y reglas, y su respectiva ponderación, para efectos de fijar el sistema impositivo que afecta a los combustibles.

Además, comentó que respecto de la geotermia le tocó visitar recientemente la zona de los Geysers del Tatio y pudo ver como en dicho monumento natural se está provocando un daño irreparable por efecto de exploraciones y perforaciones geotérmicas, según le informaron, por lo que solicitó que la Comisión envíe un oficio solicitando antecedentes al respecto y que se adopten medidas tendientes a evitar el referido daño.

El Jefe del Área de Hidrocarburos de la Comisión Nacional de Energía, señor Ruiz, señaló que en la zona del Tatio no se han efectuado perforaciones relacionadas con geotermia y el único permiso que existe data de los años ochenta y pertenece a ENAP.
La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, enviar el referido oficio a la CONAMA y a la Comisión Nacional de Energía.
El Ministro, señor Velasco, manifestó concordar en que el régimen de tributación de los combustibles, así como el sistema de peajes y permisos de circulación existente, están muy atrasados respecto de los de otros países en que se considera el tipo de vehículo, su tamaño y peso, y la cantidad y calidad del combustible que usan para efectos de fijar el pago de dichos ítems. Agregó que este año se dio un pequeño paso en el referido sentido al establecer un incentivo respecto de la compra de vehículos del tipo híbrido.

Asimismo, reiteró que en las medidas propuestas por el Gobierno siempre se ha ido en la dirección de cerrar la brecha impositiva existente entre los distintos combustibles.

La Honorable Senadora señora Matthei solicitó que lo precedentemente expuesto fuera repetido en la Sala del Senado por el señor Ministro, señalando cuáles son los montos de impuestos que se pagan de acuerdo a la medida de unidad calórica referida anteriormente.

El Ministro, señor Velasco, expresó que las modificaciones en el diseño del FEPCO y la inclusión del GLP en el mismo, apuntan en el sentido recientemente indicado.

El Honorable Senador señor García consultó a qué se debe la redacción poco clara del artículo transitorio del proyecto. 

El Coordinador de Políticas Macroeconómicas del Ministerio, señor Céspedes, señaló que la redacción de la disposición se debe a que el cálculo que fija el valor promedio para determinar si opera el componente variable del impuesto se establece mediante decreto que debe cumplir con el trámite de toma de razón, por lo cual requiere de unos días para operar, por esto, y para que la ley rija al día siguiente de publicada respecto del artículo 3º, el artículo transitorio fija el componente variable que operará hasta el 1 del mes siguiente al de la publicación.

El Honorable Senador señor Sabag expresó  estar conforme con el contenido de la iniciativa, y recalcó la necesidad de propender a una mayor presencia de las centrales de pasada, las que se enfrentan a varios problemas y cortapisas para su creación que debieran ser abordados por los Ministros relacionados con la materia. A modo de ejemplo, señaló el que los propietarios de derechos de aprovechamiento de aguas no pueden efectuar trámite alguno ante la Comisión Nacional de Riego o la Superintendencia de Servicios Sanitarios si no se encuentran inscritos en el Catastro Público de Aguas que lleva administrativamente la Dirección General de Aguas, trámite que puede retardar varios años los proyectos referidos a las centrales de pasada, siendo que lo relevante es ser propietario del derecho de aprovechamiento respectivo.
Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores García, Gazmuri, Naranjo y Sabag.

- - -

Artículo 1°

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1.- Introdúcense, a contar del día 1 de octubre de 2008, las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre impuesto de timbres y estampillas:

1) Reemplázase, en el artículo 1°, el número 1), por el siguiente:

“1) El protesto de cheques por falta de fondos, afecto a un impuesto de 1% del monto del cheque, con un mínimo de $ 2.722 y con un máximo de una unidad tributaria mensual.”.

2) Reemplázase, en el artículo 9°, el número 1.-, por el siguiente:

“1.- El Banco librado, como primer responsable del pago del tributo, respecto de los protestos de cheques, dejándose constancia en cada acta del monto del impuesto correspondiente. El Banco librado sólo podrá cobrar el valor del tributo al girador sujeto del impuesto, y estará facultado para cargarlo a su cuenta;”.

3) Elimínase en el artículo 14, su inciso tercero.

4) Reemplázase en el artículo 15, el número 3.- por el siguiente:

“N° 3.- Los bancos, cuando sean el primer responsable del pago del impuesto, y por los documentos que emitan o se tramiten ante ellos: dentro del mes siguiente de efectuado el protesto, emitidos los documentos o admitidos éstos a tramitación, según corresponda.”.

5) Deróganse en el artículo 24, sus números 4.- y 14.-.”.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó cuál es el sentido de mantener el impuesto del 1% del monto del cheque protestado.
El Ministro, señor Velasco, expresó que se mantiene por la razón económica de desincentivar los comportamientos socialmente indeseables, como es girar cheques sin fondos.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores García, Gazmuri, Naranjo y Sabag.
Artículo 2°
Señala lo siguiente:

“Artículo 2°.- Introdúcense, a contar del día 1 de enero de 2009, las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1)
Modifícase el artículo 14 bis, de la siguiente forma: 

a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:

i) Reemplázanse en el inciso primero las expresiones “cuyos ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro, no hayan excedido un promedio anual de 3.000 unidades tributarias mensuales en los últimos tres ejercicios”, por las siguientes: “cuyos  ingresos anuales por ventas, servicios u otras actividades de  su giro en  los  últimos tres ejercicios no hayan  excedido un  promedio anual de 5.000 unidades tributarias mensuales, y que no posean ni exploten a cualquier título derechos sociales o acciones de sociedades, ni formen parte de contratos de asociación o cuentas en participación en calidad de gestor”, y

ii) Agréganse, entre la expresión “mes” y el punto aparte (.), las siguientes expresiones: “y el contribuyente deberá sumar, a sus ingresos, los obtenidos por sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, Nº 1, letra b), de la presente ley, que en el ejercicio respectivo se encuentren acogidos a este artículo”.

b) Sustitúyense, en el inciso noveno, las expresiones “lo dispuesto en el inciso primero, que en los últimos tres ejercicios comerciales tengan un promedio anual de ventas, servicios u otros ingresos de su giro, superior a 3.000 unidades tributarias mensuales” por “este régimen que dejen de cumplir con los requisitos establecidos en el inciso primero”.

c) Modifícase el inciso décimo de la siguiente forma:

i) Reemplázase el guarismo “200”, por el guarismo “1.000”.

ii) Reemplázanse las expresiones “Dichos contribuyentes”, por las expresiones “Los contribuyentes acogidos a este artículo”.

iii) Reemplázanse las expresiones “si en alguno de los tres primeros ejercicios comerciales,”, por las expresiones “y obligados a declarar sus rentas bajo el régimen general del Impuesto a la Renta, a partir del mismo ejercicio en que: (i)”.

iv) Intercálanse las expresiones “por ventas, servicios u otras actividades de su giro”, entre las expresiones “anuales” y “superan”.

v) Reemplázase el guarismo “3.000”, por el guarismo “7.000”.

vi) Intercálanse las expresiones “, o (ii) sus ingresos anuales provenientes de actividades descritas en los numerales 1 ó 2 del artículo 20 de esta ley, superen el equivalente a 1.000 unidades tributarias mensuales” entre la expresión “mensuales” y el punto seguido (.). 

vii) Reemplázanse las expresiones “los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el respectivo mes”, por las expresiones: “se deberán aplicar las normas de los incisos segundo y tercero de este artículo, como si hubiesen puesto término a su giro el 31 de diciembre del año anterior”.

2) Modifícase el artículo 14 ter, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en la letra e), del número 1.-, el guarismo “3.000”, por el guarismo “5.000”.

b) Modifícase la letra b), del numeral 5.-, de la siguiente manera: 

i) Sustitúyese el guarismo “3.000”, por el guarismo “5.000”, y

ii) Sustitúyese el guarismo “5.000”, por el guarismo “7.000”.”.
El Honorable Senador señor García observó que se modifica el monto promedio que no se puede exceder en los últimos 3 años pasando de 3.000 a 5.000 unidades tributarias mensuales (UTM), pero que si en uno de los 3 años se sobrepasa las 7.000 UTM, debe necesariamente volver a tributar conforme al régimen general.

El Ministro, señor Velasco, expresó que efectivamente es así, y que lo que busca la norma es evitar la situación en que se crea una empresa para el solo efecto de percibir rentas muy altas por una sola vez y que alcanzan a recibir el beneficio tributario.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó, respecto de la letra a) del número 1) del presente artículo, si la redacción es la misma que ya existía y lo único que se modifica son los guarismos.

El Ministro, señor Velasco, manifestó que el literal i) de la letra a) referida, modifica el guarismo que contiene y, además, en la última parte se agrega el contenido normativo para lograr el tercer objetivo planteado precedentemente, en orden a evitar que no se trate de un holding o conglomerado que crea filiales para obtener el beneficio tributario de la norma.

Agregó, con el objeto de dejar constancia, que el espíritu de la norma es excluir a los conglomerados o holdings, y que sigue permitiéndose, de acuerdo a la interpretación armónica de los artículos de la Ley sobre Impuesto a la Renta, ser propietario de acciones o derechos en sociedades siempre que los ingresos que ellos generen no superen las 1.000 UTM anuales. 

Puesto en votación y en razón de la constancia consignada precedentemente por el señor Ministro de Hacienda, el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores García, Gazmuri, Naranjo y Sabag.
Artículo 3°
Su texto es:
“Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° de la ley N° 20.259, que establece una rebaja transitoria del impuesto a las gasolinas automotrices y modifica otros cuerpos legales: 

1) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma: 

a) Agréganse los siguientes numerales (i) y (ii), nuevos, pasando los actuales numerales (i) al (iv), a ser (iii) al (vi), respectivamente: 

“(i) El componente variable será de 2,5 (dos coma cinco) UTM/m3 cuando el valor de cotización en los mercados internacionales del petróleo West Texas Intermediate, en adelante WTI, haya superado, en promedio durante los doce meses anteriores, los 85 (ochenta y cinco) dólares de los Estados Unidos de América por barril;

(ii) El componente variable será de 2 (dos) UTM/m3 cuando el valor de cotización en los mercados internacionales del petróleo WTI haya superado, en promedio, durante los doce meses anteriores, los 80 (ochenta) dólares de los Estados Unidos de América por barril y no haya superado los 85 (ochenta y cinco) de dichos dólares en igual período;”.

b) Reemplázase el actual numeral (i), que ha pasado a ser numeral (iii), por el siguiente:

“(iii) El componente variable será de 1,5 (una coma cinco) UTM/m3 cuando el valor de cotización en los mercados internacionales del petróleo WTI, haya superado, en promedio durante los doce meses anteriores, los 75 (setenta y cinco) dólares de los Estados Unidos de América por barril y no haya superado los 80 (ochenta) de dichos dólares en igual período;”.

2)  Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:

“La Comisión Nacional de Energía informará el valor de cotización del petróleo WTI de acuerdo al precio informado por el Departamento de Energía de los Estados Unidos de América. En caso que dicha información se discontinuare, se informará el valor de cotización del crudo transado en el New York Mercantile Exchange (NYMEX). Para estos efectos los doce meses serán los anteriores a la fijación a que se refiere el inciso siguiente.” 

3) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero, a ser cuarto:

“Para efectos de este artículo, el valor de cotización del petróleo WTI se empleará con dos decimales, truncando el resto.”.

4) Modifícase el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, en el siguiente sentido:

a) Elimínanse las expresiones “con consulta a la Comisión Nacional de Energía”, y la coma que la antecede, y

b) Elimínanse las expresiones “Para estos efectos se utilizará el valor respectivo del dólar observado.”. 

5) Elimínase el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto.”.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores García, Gazmuri, Naranjo y Sabag.
Artículo transitorio

Establece que lo dispuesto en el artículo tercero de esta ley, regirá a contar del primer día del mes siguiente al de publicación de esta ley. Entre la fecha de publicación de esta ley y el día 1 del mes siguiente se aplicará el impuesto a las gasolinas automotrices con un componente variable de 2,5 (dos coma cinco) UTM/m3, en reemplazo de lo que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 20.259, que se modifica.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Matthei y Honorables Senadores señores García, Gazmuri, Naranjo y Sabag.
- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 1 de septiembre de 2008,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley que introduce estímulos para fomentar el crecimiento y el desarrollo económico, contempla tres elementos. El primero de ellos consiste en la eliminación, en forma permanente, del impuesto a las transferencias electrónicas, giros desde cajeros, cheques y traspaso de fondos de cuenta corriente, establecido en el artículo 1 del decreto ley N° 3.475, de 1980. Esta medida tendrá un costo fiscal de aproximadamente $ 77.000 millones en 2009, dado por una menor recaudación tributaria.

En segundo término, el proyecto de ley amplía el número de empresas que pueden acogerse a los regímenes de tributación contemplados en los artículos 14 bis y 14 ter de la Ley de la Renta, que permiten al contribuyente pagar impuestos sólo al momento de retirar utilidades o bien acogerse a un sistema simplificado de determinación de sus impuestos, respectivamente. El límite para acceder a ambos regímenes se amplía de 3.000 UTM a 5.000 UTM de ventas anuales, al mismo tiempo que se introducen perfeccionamientos para controlar la elusión. El costo fiscal de esta medida será de aproximadamente $97.000 millones en 2009, dado por una menor recaudación tributaria.

Finalmente, el proyecto de ley reduce, en forma transitoria, la tasa de impuesto específico a las gasolinas desde 4,5 UTM por metro cúbico a 3,5 UTM por metro cúbico, en tanto los precios del petróleo se mantengan en niveles tan elevados como los actuales, considerándose mecanismos de ajuste de la tasa en caso que los precios del petróleo retornen a sus promedios históricos. Esta reducción regirá desde la publicación de la ley y hasta abril de 2010, e implicará una menor recaudación tributaria estimada en $28.000 millones para el presente año, $113.000 millones para 2009 y $37.000 millones para 2010.”.
---

Posteriormente, se presentó un informe financiero complementario, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 9 de septiembre de 2008, que señala, de modo textual, lo siguiente:
“La presente indicación al proyecto de ley que introduce estímulos para fomentar el crecimiento y el desarrollo económico, adelanta para 1° de octubre de 2008 la entrada en vigencia de la eliminación del impuesto a las transferencias electrónicas, giros desde cajeros, cheques y traspaso de fondos de cuenta corriente, establecido en el artículo 1 del decreto ley N° 3.475, de 1980. Esto implicará un costo fiscal de aproximadamente $19.250 millones en 2008, dado por una menor recaudación tributaria.

Adicionalmente, la presente indicación perfecciona el mecanismo transitorio mediante el cual se determina el impuesto específico a las gasolinas en función del promedio de cotización en los mercados internacionales del petróleo WTI durante los 12 meses anteriores.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1.- Introdúcense, a contar del día 1 de octubre de 2008, las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre impuesto de timbres y estampillas:

1) Reemplázase, en el artículo 1°, el número 1), por el siguiente:

“1) El protesto de cheques por falta de fondos, afecto a un impuesto de 1% del monto del cheque, con un mínimo de $ 2.722 y con un máximo de una unidad tributaria mensual.”.

2) Reemplázase, en el artículo 9°, el número 1.-, por el siguiente:

“1.- El Banco librado, como primer responsable del pago del tributo, respecto de los protestos de cheques, dejándose constancia en cada acta del monto del impuesto correspondiente. El Banco librado sólo podrá cobrar el valor del tributo al girador sujeto del impuesto, y estará facultado para cargarlo a su cuenta;”.

3) Elimínase en el artículo 14, su inciso tercero.

4) Reemplázase en el artículo 15, el número 3.- por el siguiente:

“N° 3.- Los bancos, cuando sean el primer responsable del pago del impuesto, y por los documentos que emitan o se tramiten ante ellos: dentro del mes siguiente de efectuado el protesto, emitidos los documentos o admitidos éstos a tramitación, según corresponda.”.

5) Deróganse en el artículo 24, sus números 4.- y 14.-.

Artículo 2°.- Introdúcense, a contar del día 1 de enero de 2009, las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1)
Modifícase el artículo 14 bis, de la siguiente forma: 

a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:

i) Reemplázanse en el inciso primero las expresiones “cuyos ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro, no hayan excedido un promedio anual de 3.000 unidades tributarias mensuales en los últimos tres ejercicios”, por las siguientes: “cuyos  ingresos anuales por ventas, servicios u otras actividades de  su giro en  los  últimos tres ejercicios no hayan  excedido un  promedio anual de 5.000 unidades tributarias mensuales, y que no posean ni exploten a cualquier título derechos sociales o acciones de sociedades, ni formen parte de contratos de asociación o cuentas en participación en calidad de gestor”, y

ii) Agréganse, entre la expresión “mes” y el punto aparte (.), las siguientes expresiones: “y el contribuyente deberá sumar, a sus ingresos, los obtenidos por sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, Nº 1, letra b), de la presente ley, que en el ejercicio respectivo se encuentren acogidos a este artículo”.

b) Sustitúyense, en el inciso noveno, las expresiones “lo dispuesto en el inciso primero, que en los últimos tres ejercicios comerciales tengan un promedio anual de ventas, servicios u otros ingresos de su giro, superior a 3.000 unidades tributarias mensuales” por “este régimen que dejen de cumplir con los requisitos establecidos en el inciso primero”.

c) Modifícase el inciso décimo de la siguiente forma:

i) Reemplázase el guarismo “200”, por el guarismo “1.000”.

ii) Reemplázanse las expresiones “Dichos contribuyentes”, por las expresiones “Los contribuyentes acogidos a este artículo”.

iii) Reemplázanse las expresiones “si en alguno de los tres primeros ejercicios comerciales,”, por las expresiones “y obligados a declarar sus rentas bajo el régimen general del Impuesto a la Renta, a partir del mismo ejercicio en que: (i)”.

iv) Intercálanse las expresiones “por ventas, servicios u otras actividades de su giro”, entre las expresiones “anuales” y “superan”.

v) Reemplázase el guarismo “3.000”, por el guarismo “7.000”.

vi) Intercálanse las expresiones “, o (ii) sus ingresos anuales provenientes de actividades descritas en los numerales 1 ó 2 del artículo 20 de esta ley, superen el equivalente a 1.000 unidades tributarias mensuales” entre la expresión “mensuales” y el punto seguido (.). 

vii) Reemplázanse las expresiones “los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el respectivo mes”, por las expresiones: “se deberán aplicar las normas de los incisos segundo y tercero de este artículo, como si hubiesen puesto término a su giro el 31 de diciembre del año anterior”.

2) Modifícase el artículo 14 ter, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en la letra e), del número 1.-, el guarismo “3.000”, por el guarismo “5.000”.

b) Modifícase la letra b), del numeral 5.-, de la siguiente manera: 

i) Sustitúyese el guarismo “3.000”, por el guarismo “5.000”, y

ii) Sustitúyese el guarismo “5.000”, por el guarismo “7.000”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° de la ley N° 20.259, que establece una rebaja transitoria del impuesto a las gasolinas automotrices y modifica otros cuerpos legales: 

1) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma: 

a) Agréganse los siguientes numerales (i) y (ii), nuevos, pasando los actuales numerales (i) al (iv), a ser (iii) al (vi), respectivamente: 

“(i) El componente variable será de 2,5 (dos coma cinco) UTM/m3 cuando el valor de cotización en los mercados internacionales del petróleo West Texas Intermediate, en adelante WTI, haya superado, en promedio durante los doce meses anteriores, los 85 (ochenta y cinco) dólares de los Estados Unidos de América por barril;

(ii) El componente variable será de 2 (dos) UTM/m3 cuando el valor de cotización en los mercados internacionales del petróleo WTI haya superado, en promedio, durante los doce meses anteriores, los 80 (ochenta) dólares de los Estados Unidos de América por barril y no haya superado los 85 (ochenta y cinco) de dichos dólares en igual período;”.

b) Reemplázase el actual numeral (i), que ha pasado a ser numeral (iii), por el siguiente:

“(iii) El componente variable será de 1,5 (una coma cinco) UTM/m3 cuando el valor de cotización en los mercados internacionales del petróleo WTI, haya superado, en promedio durante los doce meses anteriores, los 75 (setenta y cinco) dólares de los Estados Unidos de América por barril y no haya superado los 80 (ochenta) de dichos dólares en igual período;”.

2)  Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:

“La Comisión Nacional de Energía informará el valor de cotización del petróleo WTI de acuerdo al precio informado por el Departamento de Energía de los Estados Unidos de América. En caso que dicha información se discontinuare, se informará el valor de cotización del crudo transado en el New York Mercantile Exchange (NYMEX). Para estos efectos los doce meses serán los anteriores a la fijación a que se refiere el inciso siguiente.” 

3) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero, a ser cuarto:

“Para efectos de este artículo, el valor de cotización del petróleo WTI se empleará con dos decimales, truncando el resto.”.

4) Modifícase el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, en el siguiente sentido:

a) Elimínanse las expresiones “con consulta a la Comisión Nacional de Energía”, y la coma que la antecede, y

b) Elimínanse las expresiones “Para estos efectos se utilizará el valor respectivo del dólar observado.”. 

5) Elimínase el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto.

Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el artículo tercero de esta ley, regirá a contar del primer día del mes siguiente al de publicación de esta ley. Entre la fecha de publicación de esta ley y el día 1 del mes siguiente se aplicará el impuesto a las gasolinas automotrices con un componente variable de 2,5 (dos coma cinco) UTM/m3, en reemplazo de lo que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 20.259, que se modifica.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 10 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Hosaín Sabag Castillo (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica y Jaime Naranjo Ortiz. 


Sala de la Comisión, a 10 de septiembre de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES EN LO RELATIVO A CONCESIONES DE RADIO DIFUSIÓN SONORA

(5980-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.
- - - - - -


A la sesión en que vuestra Comisión analizó esta iniciativa legal asistieron los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi y Juan Pablo Letelier.

Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor René Cortázar; del Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pablo Bello y de la Asesora Legislativa del Subsecretario, señora Vitalia Puga.
- - - - - - 


Se deja constancia de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Honorable Senado, acordó proponer a la Sala discutir sólo en general este proyecto de ley, no obstante ser de artículo único.
- - - - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Perfeccionar el régimen legal de asignación y otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora de libre recepción, haciendo más expedito el procedimiento de concesiones, a través de la simplificación del mismo, especialmente en los casos en que se trate de renovación de una concesión afectada por un procedimiento sancionador; determinar en la ley la zona de servicio máxima en la renovación de una concesión y eliminar la exigencia del proyecto financiero.
FUNDAMENTOS


El Mensaje que dio origen a este proyecto de ley señala que se contemplan un conjunto de modificaciones a la Ley General de Telecomunicaciones, aplicables a las concesiones de radiodifusión sonora de libre recepción, que tienen por objetivo perfeccionar el sistema de otorgamiento de tales concesiones.


Se busca, por una parte, hacerlo más simple y expedito, particularmente en los casos en que se desarrolle un concurso para renovar una concesión vigente. Por la otra, se pretende evitar las distorsiones que se pueden producir en tales concursos, cuando la concesión que se ha solicitado renovar, se encuentra coetáneamente sometida a un procedimiento sancionador pendiente, en virtud de una infracción que según la ley acarrea o puede generar la sanción de caducidad de la concesión.


La Ley General de Telecomunicaciones establece que en los concursos públicos para la obtención de una concesión de radiodifusión sonora, ésta se asigna al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del concurso, ofrezca las mejores condiciones técnicas que aseguren una óptima transmisión o excelente servicio, reconociéndose un derecho preferente al actual concesionario que concurse para renovar su concesión, siempre que iguale la mejor propuesta técnica. En el evento de no existir un postulante con derecho preferente, la igualdad de condiciones técnicas entre los postulantes se dirime finalmente mediante una licitación entre éstos, asignándose la concesión al postulante que efectúe la mayor oferta económica.


En el esquema de la ley, entonces, se distingue claramente la situación de un concurso público en el cual existe y se hace valer un derecho preferente, a favor de su actual titular, para la renovación de una concesión existente, pero próxima a expirar por el transcurso de su período de vigencia, de aquella otra situación en que en el concurso no se verifica esta situación y los postulantes presentan sus proyectos sin preferencia y sometidos a la instancia de competencia técnica o eventualmente económica, según hemos visto.


La modificación que se propone efectuar a la Ley General de Telecomunicaciones, permitirá que se reflejen y atiendan mejor ciertas consecuencias que se derivan de esta distinción.


Junto a ello, se pretende alivianar alguna de las cargas que impone actualmente el proceso concursal, para que haciéndolo menos gravoso, se favorezca el más amplio acceso posible a esta actividad y, por ende, al ejercicio de libertades públicas inherentes al sistema democrático.

1.- ANTECEDENTES DE HECHO.


En la actualidad, la ley exige para postular a obtener una concesión de radiodifusión sonora de libre recepción,  participar en un concurso público. El postulante, junto con la solicitud,  debe adjuntar un proyecto financiero, debidamente respaldado, destinado exclusivamente a la instalación, explotación y operación de la concesión a la que se postula.


Dicha exigencia se ha transformado en una carga formal y burocrática, por cuanto, carece de influencia en la evaluación de los concursantes. Asimismo, su exigencia implica una intervención estatal respecto de la ponderación financiera de esta actividad, cuestión que, en principio, compete exclusivamente a quienes la emprenden.


Contenido del proyecto.


1.- Renovación. 


En primer lugar, el proyecto regula aspectos materiales y procedimentales propios del hecho de la preexistencia y continuidad de una concesión de radiodifusión sonora, en el caso de los concursos públicos en que uno de los participantes postule, con derecho preferente, a renovar la concesión original.


En esta materia, el proyecto establece con rango legal la vinculación entre la zona de servicio máxima de la concesión a otorgar en el concurso respectivo, con la zona de servicio de la concesión preexistente, cuyo vencimiento generó el llamado a dicho concurso.


Asimismo, la iniciativa da cuenta del hecho que, en el caso de un concurso de renovación, carece de justificación la exigencia de replicar en un nuevo proyecto técnico, el contenido del que sustentó en su momento el otorgamiento de la concesión original; y que, en consecuencia, al actual concesionario debiese bastarle con ratificar las especificaciones del proyecto técnico preexistente, cuidando en todo caso, de no generar con ello una asimetría injustificada entre el actual concesionario y los nuevos postulantes.


2.- Concursante con procedimiento infraccional pendiente. 


En segundo lugar, el proyecto regula el evento de que el actual concesionario en concurso para renovar su concesión, esté sometido a un procedimiento infraccional que pueda llevar a la caducidad de la misma.


El actual texto de la ley, no regula expresamente el efecto que la incoación de un procedimiento de cargos, regulado por su artículo 36°A, puede causar en el procedimiento administrativo de renovación de una concesión, cuando la sanción probable del primero sea la caducidad de tal concesión.


Esta situación, incorpora un factor de incertidumbre respecto del devenir del concurso, en relación con la participación y derechos del actual concesionario; y también respecto de la permanencia en el tiempo de una concesión que haya sido renovada, aún pendiente de resolver su situación sancionatoria.


Atendidas dichas circunstancias, la iniciativa que se somete a discusión parlamentaria propone establecer y regular en detalle un efecto suspensivo del procedimiento infraccional pendiente respecto del llamado a concurso público en caso de renovación de concesión, estableciendo al mismo tiempo un término breve y urgente para que se resuelva dicho procedimiento infraccional, para evitar que éste signifique que se prolongue inconvenientemente la vigencia de la concesión afectada.


3.- Elimina exigencia de proyecto financiero.


Actualmente, la ley exige que la solicitud para participar en el concurso, de cualquier postulante, deba adjuntar un proyecto financiero, debidamente respaldado, destinado exclusivamente a la instalación, explotación y operación de la concesión a la que se postula.


Dicha exigencia se ha transformado en una carga formal y burocrática, ya que carece de influencia en la evaluación de los concursantes. Asimismo, su exigencia implica una intervención estatal respecto de la ponderación financiera de una actividad, cuestión que, en principio, compete exclusivamente a quienes la emprendan.


2.- ANTECEDENTES JURÍDICOS.

La iniciativa legal en informe se relaciona con la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


El proyecto de ley modifica los artículos 13, 13 A, 13 C y 36 de esta ley. 

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto se encuentra estructurado en un artículo único que a través de cuatro numerales modifica los artículos 13, 13 A. 13 C y 36 A, de  la Ley General de Telecomunicaciones.


Su número 1) modifica el artículo 13 mediante tres letras.


La letra A) agrega en su inciso tercero, en punto seguido, la siguiente oración: “No obstante, si existiese respecto de la concesión vigente un procedimiento de cargo tramitado conforme con el artículo 36 A, iniciado por alguna infracción que pudiese ameritar la caducidad de la concesión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36, N° 4, el llamado a concurso se postergará hasta después de declarada la caducidad de la concesión por decreto supremo o de que haya quedado ejecutoriada la resolución del Ministro que no aplique dicha sanción.”.


La letra B) intercala como inciso cuarto nuevo, el siguiente pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:


“A partir de ese momento, se procederá según el inciso precedente. En el caso que a la fecha de expiración del período de la concesión, no hubiese acontecido aún ninguna de las dos circunstancias señaladas, la concesión permanecerá vigente, según los siguientes casos:


a) Hasta la declaración de caducidad, o


b) Hasta que se resuelva definitivamente la solicitud de renovación respectiva, pero sólo en favor del concesionario que haya efectuado oportunamente, conforme con el período primitivo de vigencia, la solicitud a que se refiere el inciso primero del artículo 9° bis, o


c) Hasta que haya expirado el plazo para presentarse al concurso público convocado, sin que el concesionario que se encuentre en el caso contemplado en el número precedente efectúe tal presentación.”.


La letra C) agrega el siguiente inciso final: 


“En el concurso público llamado en virtud del vencimiento del plazo de vigencia de una concesión, se fijará como zona de servicio máxima la de la concesión a renovar, salvo que el concesionario demuestre fundadamente la factibilidad de una zona mayor, presentando la solicitud correspondiente con una anticipación de a lo menos 270 días respecto de la fecha de dicho vencimiento.”.


Su número 2), modifica el artículo 13 A, en el siguiente sentido: 



a) Elimínase de su inciso primero la siguiente oración: “La solicitud deberá adjuntar un proyecto financiero, debidamente respaldado, destinado exclusivamente a la instalación, explotación y operación de la concesión a la que se postula.”.



b) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto , sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, décimo primero y décimo segundo a ser incisos tercero, cuarto, quinto , sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, décimo primero y duodécimo y décimo tercero, respectivamente:


“El proyecto técnico aludido en el inciso precedente no será exigible al actual titular de una concesión que postule en el concurso público para renovarla. En este caso, bastará con adjuntar a la solicitud un anexo que contenga la declaración explícita de que se ratifican las especificaciones del proyecto técnico que sustentó la concesión original y sus renovaciones y modificaciones anteriores al concurso, si procediere. Con todo, la Subsecretaría pondrá, desde el día siguiente hábil al llamado a concurso público respectivo, tales antecedentes en su sitio web institucional, a fin de que cualquier interesado pueda emplearlos como base para la confección de su proyecto técnico.”.


Su número 3) agrega en el inciso final del artículo 13 C, a continuación de su actual punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: 


“No se entenderá aplicable lo dispuesto en los incisos final del artículo 13 y segundo del artículo 13 A.”.


Su número 4) intercala  el siguiente inciso tercero nuevo en el artículo 36 A, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto: 


“En el caso previsto en el inciso tercero del artículo 13, el Ministro deberá resolver con la máxima celeridad y en todo caso, dentro del plazo máximo de 15 días desde que el procedimiento quede en estado de resolverse, salvo que se haya hecho constar en autos el hecho de haberse certificado la extinción de la concesión respectiva, de conformidad con el artículo 23.”.”.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general de esta iniciativa legal, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pablo Bello, reiteró los planteamientos que dieron fundamento a este proyecto de ley, señalando  que la iniciativa legal en estudio, tiene por finalidad hacer más expedito el proceso de renovación de las concesiones radiales en los casos en que se desarrolle un concurso para renovar una concesión vigente. En la actualidad, se ha iniciado el proceso de renovación de más de 300 concesiones radiales, grandes, pequeñas y medianas, de FM y AM.


Esta iniciativa legal no modifica las condiciones de renovación de las concesiones radiales, como tampoco considera la posibilidad de que algún concesionario pierda la concesión que ostenta. Las concesiones radiales han sido renovadas por ley en dos ocasiones, extendiéndose los plazos y el Ejecutivo no está de acuerdo en perseverar en dicha modalidad.


Para las concesiones radiales vigentes, que tienen un proceso de cargos, que pueden derivar en la caducidad de la concesión, se establece que dicha concesión no se renovará hasta que se resuelva la caducidad. Hay procedimientos infraccionales que pueden derivar en la caducidad, de este modo. Se puede presentar la situación de una concesión radial vigente, que entre al proceso de renovación, teniendo procedimientos de cargos infraccionales, se renueva la concesión y de acuerdo a lo establecido por la Contraloría General de la República no habría posibilidad de caducar la concesión, es decir, se le vuelve a otorgar a pesar de las faltas que haya enfrentado.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que debe existir un plazo para la resolución de esos procedimientos infraccionales, puesto que de otro modo, será una forma de mantenerle la concesión al empresario que la detenta. Con lo cual lo que debería ser un cargo para el concesionario, en la práctica, pasa a ser una ventaja, puesto que mediante la imposición de multas reiteradas, que después se dejan sin efecto, el concesionario podría mantener vigente su concesión, por lo que debería establecerse un plazo máximo para que la autoridad resuelva. 


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pablo Bello, precisó que el procedimiento establecido en la normativa legal no es infinito, sólo se refiere a aquellas sanciones establecidas antes del término de vigencia de la concesión, que tienen una posibilidad de caducidad. Se trata de cargos presentados y que está en fase de fallo, cuya dictación, corresponde al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, de acuerdo a los términos que establece el procedimiento administrativo para estos casos, que son 60 días.


En estos casos, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones actúa como tribunal aplicando un procedimiento expedito. En el Ministerio no hay resoluciones pendientes en esta materia.


En el caso de las radios de mínima cobertura, hay procedimientos infraccionales cuya sanción queda sin efecto por la renovación de la concesión.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que en muchas ocasiones los Ministros de Estado no resuelven dentro de los plazos legales.


En seguida, el señor Subsecretario continuó explicando que el procedimiento establecido en la ley para la renovación de las concesiones favorece a las radios pequeñas y medianas, toda vez que la ley establece un derecho preferente para aquellas concesiones que postulan a la renovación que determina que basta con reiterar la zona de servicio en el concurso de renovación para adjudicarse el derecho preferente y la única causal por la cual pueden perder la concesión es por la comisión de un error administrativo en la presentación de los documentos o porque no lo realice dentro del plazo legal establecido.


La iniciativa legal en estudio propone eliminar la exigencia que los concesionarios radiales tengan que presentar un proyecto técnico en detalle, suscrito por un ingeniero, cuyo costo es alto para las radios pequeñas y medianas, que enfrentan el proceso de renovación.


Desde el punto de vista administrativo, el proceso de renovación de las concesiones funciona en forma adecuada, el problema se presenta en los costos en que deben incurrir las radios pequeñas y medianas para los estudios respectivos y presentarlos a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, lo que no tiene ningún sentido desde la perspectiva  del bien que se pretende resguardar que es el desarrollo de la actividad.


Además, señaló que el proyecto de ley, en estudio, elimina la exigencia de presentación de un proyecto financiero. La ley vigente exige que el interesado presente un proyecto financiero que, en la práctica, ninguna autoridad revisa y que tampoco es un aporte para el desarrollo de la radiodifusión.


Finalmente, expresó que en caso que este proyecto de ley no se aprobare por el Congreso Nacional, antes del 15 de septiembre del año en curso, perdería su oportunidad, puesto que el proceso de renovación comienza próximamente y no se pueden alterar la normas una vez iniciado el proceso.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó su molestia por el breve plazo en que el Ejecutivo solicita la aprobación de esta iniciativa legal, haciendo presente la necesidad de estudiar modificaciones de las concesiones radiales.


En seguida, agregó que esta iniciativa legal tiende a mantener la concentración de la propiedad de las concesiones radiales, tampoco revisa el tema de resolución de los concursos, no resuelve el tráfico de las licitaciones de frecuencia, la acumulación de éstas y la reventa de las concesiones radiales.


El Honorable Senador señor Pizarro se mostró partidario de aprobar esta iniciativa legal para facilitar la renovación de las actuales concesiones radiales a aquellos operadores que se les dificulta el cumplimiento de las exigencias técnicas, normalmente, radios chicas, radios regionales. Agregó que en el evento que este proyecto de ley no se aprobare se provocaría un daño a estas radios, favoreciendo, de paso, a las concesiones radiales mayores.


En seguida, consultó si el Ejecutivo considera que la renovación de una concesión radial es una concesión nueva, haciendo presente que esta distinción la han formulado los concesionarios radiales de mayor tamaño.


No hubo respuesta 


El Honorable Senador señor Bianchi compartió los planteamientos anteriores, haciendo presente su preocupación por el hecho de que si este proyecto de ley no se aprobare dentro del plazo solicitado por el Ejecutivo se podrían causar graves daños a los pequeños concesionarios radiales que pudieran perder sus concesiones a favor de los grandes consorcios radiales.


Agregó que comprendiendo que esta materia debería analizarse con mayor detenimiento, confía en la seriedad del señor Subsecretario para llevar adelante este proceso de renovación de las concesiones radiales.


La Honorable Senadora señora Matthei propuso que este proceso de renovación de las concesiones radiales se limite a aquellos pequeños concesionarios radiales que sólo tienen a lo más 2 radios en las regiones. Señaló que es importante establecer normas para que los pequeños concesionarios radiales sobrevivan, sin embargo, esta norma puede ser utilizada también para los grandes consorcios radiales.


El Honorable Senador señor Muñoz Barra manifestó que existen alrededor de 1.400 radios, entre AM y FM y las empresas transnacionales de radiodifusión controlan prácticamente el 50% del espectro radial del país. Las radios que sirven a las regiones son pequeñas y representan la única forma de que las comunas puedan plantear sus temáticas, las grandes cadenas radiales transmiten las noticias que ocurren en Santiago.


En caso que no se aprobare esta iniciativa legal los pequeños concesionarios radiales se verían seriamente afectados en sus derechos, puesto que las grandes empresas radiales presentarán proyectos de gran magnitud, con sofisticados equipos técnicos, con lo cual las radios locales no podrán competir.


En seguida, señaló que pequeños radiodifusores, de comunas alejadas, transmiten a otras ciudades pequeñas ubicadas a corta distancia mediante un enlace por el aire.


Finalmente, concordó con la proposición formulada por la Honorable Senadora señora Matthei, en el sentido de limitar las facilidades que esta iniciativa legal propone otorgar a aquellos concesionarios radiales que no tengan más de dos o tres concesiones.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se incorpore a este proyecto de ley la forma de resolver la adjudicación de las radios AM, que dicen relación con renovaciones y concursos distintos y el establecimiento de criterios preferentes, para evitar que las radios AM desaparezcan de las regiones. Asimismo, propuso, en lugar de restringir el número de concesiones radiales que detenta una persona para ser beneficiada con esta ley considerar sólo a aquellos empresarios radiales que hubieren obtenido una concesión radial y que la exploten actualmente.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que no está de acuerdo en la solicitud formulada por el Ejecutivo, en el sentido de aprobar esta iniciativa legal antes del 15 de septiembre del año en curso, haciendo presente que hubo muchas oportunidades para legislar en esta materia. Recordó que esta Comisión discutió con anterioridad perfeccionamientos a la Ley General de Telecomunicaciones que no están considerados, por lo que propuso postergar las concesiones actuales por el plazo de 6 meses y legislar como corresponde.


La otra alternativa sería que la Comisión se comprometiera a despachar esta iniciativa legal al 30 de octubre del año en curso, con una disposición que contemple la aplicación retroactiva de la ley.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, hizo presente al Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo, que la Comisión ha formulado objeciones para legislar en esta materia en el tiempo requerido, sin embargo, existe disposición para analizar este tema con un plazo mayor. Asimismo, señaló que lo anterior requiere de un compromiso del Ejecutivo en el sentido de que no se innovará en esta materia, mientras no se apruebe esta iniciativa legal, manteniendo vigente las actuales concesiones durante el plazo de 90 días.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pablo Bello, señaló que no es factible por cuanto existe un procedimiento de renovación de 80 concesiones radiales que están listas para iniciar su proceso. Agregó que uno de los aspectos importantes de este proyecto de ley es la información que se pone a disposición de todos, los  actuales y potenciales nuevos concesionarios radiales, a través de Internet en el inicio de este concurso.


El Honorable Senador señor Muñoz Barra reiteró su preocupación por los perjuicios que se pueden provocar a más de 1.000 pequeños concesionarios radiales al no aprobar esta iniciativa legal, en la oportunidad requerida por el Ejecutivo.  


En consideración a la discusión anterior, la Comisión aprobó, en general, este proyecto de ley, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Muñoz Barra, Novoa y Pizarro.

- - - - - - -


Dejamos constancia que los Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero y Novoa, aprobaron en general este proyecto de ley con el compromiso de que el Ejecutivo presentará, mañana, indicaciones para establecer el efecto retroactivo de esta norma y limitar este procedimiento expedito para la renovación de las concesiones radiales a los concesionarios radiales pequeños, que detenten un número reducido de concesiones de radiodifusión sonora. 

- - - - - - - - - 

En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley  en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones:


1) Modifícase el artículo 13, de la siguiente forma:


A) Agrégase en el inciso tercero, a continuación de su actual punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 


“No obstante, si existiese respecto de la concesión vigente un procedimiento de cargo tramitado conforme con el artículo 36 A, iniciado por alguna infracción que pudiese ameritar la caducidad de la concesión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36, N° 4, el llamado a concurso se postergará hasta después de declarada la caducidad de la concesión por decreto supremo o de que haya quedado ejecutoriada la resolución del Ministro que no aplique dicha sanción.”.


B) Intercálase como inciso cuarto nuevo, el siguiente, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:


“A partir de ese momento, se procederá según el inciso precedente. En el caso que a la fecha de expiración del período de la concesión, no hubiese acontecido aún ninguna de las dos circunstancias señaladas, la concesión permanecerá vigente, según los siguientes casos:


a) Hasta la declaración de caducidad, o


b) Hasta que se resuelva definitivamente la solicitud de renovación respectiva, pero sólo en favor del concesionario que haya efectuado oportunamente, conforme con el período primitivo de vigencia, la solicitud a que se refiere el inciso primero del artículo 9° bis, o


c) Hasta que haya expirado el plazo para presentarse al concurso público convocado, sin que el concesionario que se encuentre en el caso contemplado en el número precedente efectúe tal presentación.”.


C) Agrégase el siguiente inciso final: 


“En el concurso público llamado en virtud del vencimiento del plazo de vigencia de una concesión, se fijará como zona de servicio máxima la de la concesión a renovar, salvo que el concesionario demuestre fundadamente la factibilidad de una zona mayor, presentando la solicitud correspondiente con una anticipación de a lo menos 270 días respecto de la fecha de dicho vencimiento.”.


2) Modifícase el artículo 13 A, en el siguiente sentido: 


a) Elimínase de su inciso primero la siguiente oración: 


“La solicitud deberá adjuntar un proyecto financiero, debidamente respaldado, destinado exclusivamente a la instalación, explotación y operación de la concesión a la que se postula.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, décimo primero y décimo segundo a ser incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, décimo primero y duodécimo y décimo tercero, respectivamente:


“El proyecto técnico aludido en el inciso precedente no será exigible al actual titular de una concesión que postule en el concurso público para renovarla. En este caso, bastará con adjuntar a la solicitud un anexo que contenga la declaración explícita de que se ratifican las especificaciones del proyecto técnico que sustentó la concesión original y sus renovaciones y modificaciones anteriores al concurso, si procediere. Con todo, la Subsecretaría pondrá, desde el día siguiente hábil al llamado a concurso público respectivo, tales antecedentes en su sitio web institucional, a fin de que cualquier interesado pueda emplearlos como base para la confección de su proyecto técnico.”.


3) Agrégase en el inciso final del artículo 13 C, a continuación de su actual punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: 


“No se entenderá aplicable lo dispuesto en los incisos final del artículo 13 y segundo del artículo 13 A.”.


4) Intercálase  el siguiente inciso tercero nuevo en el artículo 36 A, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto: 


“En el caso previsto en el inciso tercero del artículo 13, el Ministro deberá resolver con la máxima celeridad y en todo caso, dentro del plazo máximo de 15 días desde que el procedimiento quede en estado de resolverse, salvo que se haya hecho constar en autos el hecho de haberse certificado la extinción de la concesión respectiva, de conformidad con el artículo 23.”.”.

- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 10 de septiembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Roberto Muñoz Barra, Jovino Novoa Vásquez y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 10 de septiembre de 2008.

(Fdo.): ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA, Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN PARA LA SALVAGUARDIA DEL PATRIMONIO CULTURAL INMATERIAL

(5501-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 22 de octubre de 2007.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 14 de mayo de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto asistieron, especialmente invitados, la Ministra del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia y el Asesor Legislativo de esa entidad, señor Daniel Álvarez.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.- El Mensaje señala que la preocupación de los organismos internacionales respecto de la salvaguardia del patrimonio inmaterial es de larga data. En 1972, con motivo de la adopción de la Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural, Estados miembros manifiestan su interés en la importancia que merece la salvaguardia de lo que, posteriormente, se denominará “patrimonio inmaterial”. Desde aquel momento, la Conferencia General de la UNESCO efectuó una serie de iniciativas destinadas a regular la protección del patrimonio inmaterial, aunque no de manera total y general.





En 1982, la Conferencia Mundial sobre las Políticas Culturales (MONDIACULT), reconoció la creciente importancia otorgada al “patrimonio cultural inmaterial” e integró éste en una nueva definición de cultura y patrimonio cultural. El mismo año, la UNESCO creó el Comité de Expertos Gubernamentales en la Salvaguardia del Folklore y se establece la sección de patrimonio inmaterial. En 1989, la Conferencia General adopta la recomendación sobre la salvaguardia de la cultura tradicional y popular y en 1994, a raíz de una propuesta de Corea, la UNESCO crea el programa “Tesoros Humanos Vivos”.




En el año 2003, en el marco de la 32ª Conferencia General de la UNESCO, se adoptó la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, que llenó el vacío en el sistema jurídico internacional vinculante en materia de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial de los pueblos. En efecto, considerando la importancia que este patrimonio reviste para la diversidad cultural y como garante del desarrollo sustentable, como se expresara en la recomendación de la UNESCO sobre la salvaguardia de la cultura tradicional y popular de 1989, en la Declaración Universal de la UNESCO sobre la Diversidad Cultural de 2001 y en la Declaración de Estambul de 2002, aprobada por la Tercera Mesa Redonda de Ministros de Cultura, la comunidad internacional cuenta hoy con un instrumento multilateral destinado a su respeto y salvaguardia.




El Mensaje señala que el instrumento internacional pone de relieve la importancia de respetar el patrimonio cultural inmaterial y, consecuentemente, la tarea de adoptar las medidas para su protección. Mediante él se reafirma, además, la potestad soberana de los Estados para adoptar políticas o medidas que protejan el patrimonio inmaterial.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 21 de noviembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 4 de diciembre de 2007 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe. Posteriormente, es enviado a la Comisión de Hacienda, la cual con fechas 9 y 29 de abril de 2008, también aprobó este proyecto por unanimidad.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 13 de mayo de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes.





4.- Instrumento Internacional.- La Convención está estructurada sobre la base de un Preámbulo y IX capítulos, con 40 artículos, los que se reseñan a continuación:




En el Preámbulo se destaca la importancia del patrimonio cultural inmaterial como receptáculo de la diversidad cultural y garante del desarrollo sostenible, la profunda interdependencia con el patrimonio material cultural y natural y la función que cumple éste como factor de acercamiento, intercambio y entendimiento entre los seres humanos.




El capítulo I trata las disposiciones generales.





El artículo 1 señala las finalidades de la Convención, las cuales son: la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial; el respeto del patrimonio cultural inmaterial de las comunidades, grupos e individuos de que se trate; la sensibilización en el plano local, nacional e internacional a la importancia del patrimonio cultural inmaterial y de su reconocimiento recíproco, y la cooperación y asistencia internacionales.




A su vez, el artículo 2, precisa ciertos conceptos y expresiones. Así, se define “patrimonio cultural inmaterial” como los “usos, representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas –junto con los instrumentos, objetos, artefactos y espacios culturales que les son inherentes- que las comunidades, los grupos y en algunos casos los individuos reconozcan como parte integrante de su patrimonio cultural.” Respecto de las comunidades y grupos depositarios de la tradición, la Convención no limita su aplicación a grupos específicos, estableciendo una fórmula abierta para ello. Asimismo, declara las diversas manifestaciones del patrimonio cultural inmaterial como lo son tradiciones y expresiones orales, artes del espectáculo, usos sociales, rituales y actos festivos, conocimientos y usos relacionados con la naturaleza y el universo, y las técnicas artesanales tradicionales.




Destaca que sólo se tendrá en cuenta el patrimonio cultural inmaterial que sea compatible con los instrumentos internacionales de derechos humanos existentes y los imperativos de respeto mutuo entre comunidades, grupos e individuos y de desarrollo sustentable, estableciendo así una supremacía de éstos instrumentos al momento de identificar el patrimonio cultural inmaterial.





A su vez, la expresión “salvaguardia” se conceptualiza como las medidas que garantizan la viabilidad del patrimonio cultural inmaterial, y “Estados Partes” como los Estados obligados por la presente Convención y entre los cuales ésta se encuentre en vigor y que la misma se aplicará, mutatis mutandis, a los territorios mencionados en el artículo 33 que pasen a ser Partes en ella.




Enseguida, el artículo 3 regula el alcance de las normas de la Convención en relación con otros instrumentos internacionales, sean estos bilaterales o multilaterales, estableciendo que ninguna de sus disposiciones podrá ser interpretada de manera que modifique el estatuto o reduzca el nivel de protección de los bienes declarados patrimonio mundial en el marco de la Convención para la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural de 1972, que estén directamente asociados a un elemento del patrimonio cultural inmaterial; o afecte los derechos y obligaciones de los Estados Parte en virtud de otros instrumentos internacionales relativos a los derechos de propiedad intelectual o a la utilización de los recursos biológicos y ecológicos de los que sean partes.





El capítulo II se refiere a los órganos de la Convención.





Los órganos que crea la Convención son: la Asamblea General de los Estados Partes, el Comité Intergubernamental para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial y la Secretaría.




La Asamblea General de los Estados Partes, según el artículo 4, se crea como órgano soberano. Se reunirá en sesión ordinaria cada dos años y en extraordinaria cuando así lo decida, o cuando reciba una petición en tal sentido del Comité Intergubernamental para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial o de, por lo menos, un tercio de los Estados Partes. La Asamblea General será la encargada de aprobar su propio Reglamento.




El artículo 5 establece el Comité Internacional para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial. Está integrado por representantes de 18 Estados Partes elegidos por los mismos Estados constituidos en Asamblea General al entrar en vigencia la Convención. Asimismo, establece que si el número de Estados Partes de la Convención llegase a cincuenta, los integrantes del Comité aumentarán a veinticuatro.




El artículo 6 regula la elección y mandato de los miembros del Comité, así como la duración en sus cargos. Se estipula que los Estados miembros del Comité designarán, para que los representen en sus cargos, a personas cualificadas en los diversos ámbitos del patrimonio cultural inmaterial. 




Según el artículo 7, las funciones del Comité son: promover los objetivos de la Convención y fomentar y seguir su aplicación; brindar asesoría y formular recomendaciones respecto de medidas conducentes a salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial; preparar y someter a aprobación de la Asamblea el proyecto de utilización de recursos del fondo; buscar formas de incrementar los recursos y adoptar las medidas necesarias para ello; preparar y someter a aprobación de la Asamblea las directrices operativas para la aplicación de la Convención; examinar los informes de los Estados Partes y preparar un resumen de los mismos para presentar a la Asamblea; examinar las solicitudes realizadas por los Estados Parte y decidir, aplicando los criterios objetivos determinados por el propio Comité y aprobados por la Asamblea, sobre las inscripciones y la prestación de asistencia internacional. Además, el artículo 8 norma los métodos de trabajo del Comité y el artículo 9, la acreditación de organizaciones de carácter consultivo.




Finalmente, el artículo 10 estipula que el Comité estará secundado por la Secretaría de la UNESCO, quién preparará la documentación de la Asamblea General y del Comité, así como el proyecto de orden del día de sus reuniones y velará por el cumplimiento de las decisiones de ambos órganos.




El capítulo III establece las medidas para salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial en el plano nacional.




Cada Estado Parte, según refiere el artículo 11, deberá adoptar las medidas necesarias para garantizar la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial presente en su territorio; entre ellas, identificar y definir los distintos elementos de este patrimonio, con participación de las comunidades, grupos y organizaciones no gubernamentales pertinentes.




Para preservar la identificación con fines de salvaguardia, cada Estado Parte confeccionará, de acuerdo al artículo 12, con arreglo a su propia situación, uno o varios inventarios del patrimonio cultural inmaterial presente en su territorio, los que se actualizarán regularmente. Cuenta de ellos se proporcionará al presentar el informe periódico ante el Comité.




El artículo 13 señala que, para asegurar la salvaguardia, el desarrollo y la valorización del patrimonio cultural inmaterial presente en su territorio, cada Estado Parte hará todo lo posible para adoptar una política general a fin de realzar la función del patrimonio cultural inmaterial en la sociedad, y a integrar su salvaguardia en programas de planificación; designar o crear organismos competentes en el tema; incentivar la investigación y estudio; y tomar medidas de carácter jurídico, técnico, administrativo y financiero necesarias para cumplir en el orden interno con los fines de la Convención.





Asimismo, de acuerdo al artículo 14, cada Estado Parte intentará, por todos los medios oportunos, asegurar el reconocimiento, el respeto y la valorización del patrimonio cultural inmaterial en la sociedad; mantener al público informado de las amenazas que pesan sobre ese patrimonio y de las actividades realizadas en cumplimiento de la Convención, y promover la educación sobre la protección de espacios naturales y lugares importantes para la memoria colectiva, cuya existencia es indispensable para que el patrimonio cultural inmaterial pueda expresarse.




Por último, el artículo 15 dispone que cada Estado Parte, en el marco de sus actividades de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial, tratará de lograr una participación lo más amplia posible en las actividades de salvaguardia de las comunidades, los grupos y, si procede, los individuos que crean, mantienen y transmiten ese patrimonio y de asociarlos activamente a la gestión del mismo.





Enseguida, el capítulo IV trata las medidas de salvaguardia en el plano internacional.





El artículo 16 crea una “Lista representativa del patrimonio cultural inmaterial de la humanidad”, destinada a dar a conocer mejor el patrimonio cultural, para lograr que se tome mayor conciencia de su importancia. A su vez, el artículo 17, establece otra, denominada “Lista del patrimonio cultural inmaterial que requiere medidas urgentes de salvaguardia”, con el propósito de adoptar las medidas oportunas de salvaguardia respecto del patrimonio cultural inmaterial que requiere de protección urgente.





Por su parte, el artículo 18 se refiere a los programas, proyectos y actividades de salvaguardia. Así, el Comité, basándose en las propuestas presentadas por los Estados Partes y ateniéndose a los criterios definidos y aprobados por la Asamblea General, seleccionara periódicamente y promoverá los programas, proyectos y actividades del ámbito nacional, subregional o regional para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial, que a su entender, reflejan de modo más adecuado los principios y objetivos de la Convención, teniendo en cuenta las necesidades particulares de los países en desarrollo, recibiendo y aprobando las solicitudes de asistencia internacional formuladas por los Estados Partes para la elaboración de las mencionadas propuestas.





En el capítulo V, se reglamenta la cooperación y asistencia internacional.





El artículo 19 señala que la cooperación comprende el intercambio de información y de experiencias, iniciativas comunes, y la creación de un mecanismo para ayudar a los Estados Partes en sus esfuerzos encaminados a salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial.




Por su parte, el artículo 20 determina que los objetivos por los cuales se podrá otorgar asistencia internacional son: salvaguardar el patrimonio que figure en la lista de elementos del patrimonio cultural que requieren medidas urgentes de salvaguardia; confeccionar inventarios; prestar apoyo a programas, proyectos y actividades de ámbito nacional, subregional y regional destinados a salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial; y, una norma abierta, que permite establecer otros por parte del Comité.




Los artículos 21, 22, 23 y 24 reglamentan las formas que podrán revestir la asistencia; los requisitos para la prestación de la misma; las solicitudes de asistencia, y el papel de los Estados Partes beneficiarios, respectivamente.





En el capítulo VI se establece el fondo para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial.





El artículo 25 señala que estará constituido como fondo fiduciario de conformidad con las disposiciones del reglamento financiero de la UNESCO y cuyos recursos provendrán de las contribuciones de los Estados Parte; de los recursos financieros que asigne la UNESCO; de las aportaciones, donaciones y legados; de los intereses devengados por los recursos del Fondo; el producto de colectas y la recaudación de manifestaciones organizadas en provecho del Fondo y todos los demás recursos autorizados por el reglamento, que el Comité elaborará. Asimismo, se establece la prohibición de aceptar contribuciones supeditadas a condiciones políticas, económicas ni de otro tipo que sean contrarias a los objetivos de la Convención.




Por su parte, el artículo 26 dispone la obligación para los Estados Partes de integrar, cada dos años por lo menos, una contribución cuya cuantía, calculada a partir del porcentaje uniforme aplicable a todos los Estados, será determinada por la Asamblea General. El importe a esta contribución en ningún caso podrá exceder al 1% del presupuesto ordinario de la UNESCO.




El artículo 27 norma las contribuciones voluntarias, y el artículo 28 las campañas internacionales de recaudación.





El capítulo VII impone la obligación de emitir informes a cada Estado Parte y al Comité.





El artículo 29 reglamenta que los Estados Partes deberán informar sobre las disposiciones legislativas, reglamentarias o de otra índole que hayan adoptado para aplicar la Convención y lo presentarán al Comité, en la forma y periodicidad que él prescriba.




Asimismo, el artículo 30 prescribe que el Comité deberá presentar un informe en cada reunión de la Asamblea General, sobre la base de las actividades que realice y los informes que reciba de los distintos Estados Parte.





A continuación, el capítulo VIII se refiere a la cláusula transitoria.





El artículo 31 dispone que el Comité incorporará a la Lista representativa del patrimonio cultural inmaterial de la humanidad, los elementos que, con anterioridad a la entrada en vigor de esta Convención, hubieran sido proclamados obras maestras del patrimonio oral e inmaterial de la humanidad.





Dicha inclusión se efectuará sin perjuicio de los criterios por los que se regirán las subsiguientes inscripciones establecidas en el párrafo 2 del artículo 16 de la Convención. Se estipula, además, que desde la entrada en vigor de la Convención, no se efectuará ninguna otra Proclamación.




Finalmente, el capítulo IX trata las disposiciones finales. Los artículos 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39 y 40 establecen las normas usuales en este tipo de Convenciones, que tratan, respectivamente, las siguientes materias: ratificación, aceptación o aprobación; adhesión; entrada en vigor; regímenes constitucionales federales o no unitarios; denuncia; funciones del depositario; enmiendas; textos auténticos, y registro.
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gazmuri, colocó en discusión el proyecto.




La Ministra del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia, señaló que la Convención en estudio viene a llenar un vacío existente en el sistema jurídico internacional en materia de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial de los pueblos, considerando la importancia que este reviste para la diversidad cultural y la función que cumple como factor de acercamiento, intercambio y entendimiento entre los seres humanos.





Indicó que el Acuerdo pone de relieve la importancia de respetar el patrimonio cultural inmaterial y, consecuentemente, la tarea primordial del Estado y la sociedad de adoptar las medidas necesarias para su salvaguardia. Añadió que reafirma la potestad soberana de los Estados para adoptar políticas o medidas que protejan el patrimonio cultural, tal como lo establece la Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, suscrita en el ámbito de UNESCO, la cual fue ratificada por nuestro país durante el año 2007.





A continuación, explicó que tiene como objetivos específicos, los siguientes: la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial; el respeto del patrimonio cultural inmaterial de las comunidades, grupos e individuos de que se trate; la sensibilización en el plano local, nacional e internacional a la importancia del patrimonio cultural inmaterial y de su reconocimiento recíproco, y el fomento de la cooperación y asistencia internacional, entre otros.





Agregó que la Convención define patrimonio cultural inmaterial como los “usos, representaciones, expresiones, conocimientos y técnicas –junto con los instrumentos, objetos, artefactos y espacios culturales que les son inherentes- que las comunidades, los grupos y en algunos casos los individuos reconozcan como parte integrante de su patrimonio cultural.”.




Manifestó que el instrumento internacional se rige por un principio central, cual es que sólo se podrá salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial que sea compatible con los instrumentos internacionales de derechos humanos existentes y los imperativos de respeto mutuo entre comunidades, grupos e individuos y de desarrollo sustentable, estableciendo así una supremacía de éstos instrumentos al momento de identificar el patrimonio cultural inmaterial.





En cuanto al impacto financiero, expresó que la Convención establece en el capítulo VI un fondo para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial, al cual estarán obligados a contribuir los Estados Parte, cada dos años por lo menos, un monto cuya cuantía fue determinada por la Asamblea General.





En síntesis, señaló que la Convención viene a reafirmar las políticas públicas de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial que el Estado chileno ha implementado en los últimos años y que constituyen uno de los ejes de la acción del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en el ámbito patrimonial, acción imprescindible para el adecuado desarrollo cultural nacional.





En el ámbito interno, afirmó que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes ha desarrollado una serie de acciones encaminadas a identificar y salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial, entre las que se destacan: la elaboración de un catastro de instituciones públicas, privadas y universitarias que en el país registran, bajo distintos soportes y metodologías, expresiones de patrimonio inmaterial; el desarrollo de sistemas uniformes de registro de patrimonio inmaterial que constituirán la primera etapa de operación del sistema nacional de registro de patrimonio inmaterial, que se poblará sobre gastronomía, música y artesanía tradicionales, y fiestas religiosas y populares, y, por último, el programa de artesanía, que tiene por objeto el desarrollo del conocimiento, valoración y fortalecimiento de la artesanía nacional, basado en un sistema de gestión participativo e intersectorial, en las líneas de investigación, información, promoción y fomento de la actividad, definido en la Política Cultural 2005-2010, y que dice relación con la implementación de un sistema de certificación de artesanía y otras actividades participativas.





Finalmente, señaló que, a la fecha, la Convención ha sido ratificada por cien países y que se encuentra vigente desde el 20 de abril de 2006, siendo Chile el único país sudamericano que no la ha ratificado.





El Honorable Senador señor Larraín consultó a cuánto asciende el monto que debe aportar nuestro país a la institucionalidad que se crea.





La Ministra señora Urrutia respondió que representa una suma de US$ 2.185 cada dos años.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase la "Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial", adoptada en París, el 17 de octubre de 2003, en la 32a. Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO.".

----------





Acordado en sesión celebrada el día 19 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 19 de agosto de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario 

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN PARA LA SALVAGUARDIA DEL PATRIMONIO CULTURAL INMATERIAL

(5501-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República.





A la sesión en que se analizó el proyecto asistieron, especialmente invitados, la Ministra del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia y el Asesor Legislativo de esa entidad, señor Daniel Álvarez.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO 

La salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial; el respeto del referido patrimonio de las comunidades, grupos e individuos de que se trate; la sensibilización en el plano local, nacional e internacional a la importancia del mismo y de su reconocimiento recíproco, y el fomento de la cooperación y asistencia internacional.

- - -

ANTECEDENTES 


Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje señala que la preocupación de los organismos internacionales respecto de la salvaguardia del patrimonio inmaterial es de larga data. En 1972, con motivo de la adopción de la Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural, Estados miembros manifiestan su interés en la importancia que merece la salvaguardia de lo que, posteriormente, se denominará “patrimonio inmaterial”. Desde aquel momento, la Conferencia General de la UNESCO efectuó una serie de iniciativas destinadas a regular la protección del patrimonio inmaterial, aunque no de manera total y general.





Agrega que en el año 2003, en el marco de la 32ª Conferencia General de la UNESCO, se adoptó la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, que llenó el vacío en el sistema jurídico internacional vinculante en materia de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial de los pueblos. 




Finaliza señalando que el instrumento internacional pone de relieve la importancia de respetar el patrimonio cultural inmaterial y, consecuentemente, la tarea de adoptar las medidas para su protección. Mediante él se reafirma, además, la potestad soberana de los Estados para adoptar políticas o medidas que protejan el patrimonio inmaterial.





En cuanto a la estructura y contenido, expresa que la Convención está formada por un Preámbulo y IX capítulos, con 40 artículos.
- - -

DISCUSIÓN 





El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Relaciones Exteriores y agregó que sería importante aprobarlo ahora porque en octubre se efectuará una reunión de los países signatarios de la Convención y nuestro país desea tener una participación relevante en el referido encuentro.





La Ministra del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Urrutia, entregó una minuta sobre el proyecto de acuerdo para ser considerada por los integrantes de la Comisión, cuyo tenor es el siguiente:

Convención sobre Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial suscrita en octubre de 2003 ante la Asamblea General de la UNESCO.

Tal como señala el texto del Mensaje Presidencial, la Convención viene a llenar un vacío existente en el sistema jurídico internacional en materia de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial de los pueblos.

La Convención pone de relieve la importancia de respetar el patrimonio cultural inmaterial y, consecuentemente, la tarea primordial del Estado y la sociedad de adoptar las medidas necesarias para su salvaguardia. Se reafirma, además, la potestad soberana de los Estados para adoptar políticas o medidas que protejan el patrimonio cultural, tal como lo establece la Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, aprobada y ratificada por Chile durante el año 2007 y que constituye uno de los ejes de la acción del CNCA el ámbito patrimonial.

A la fecha, la Convención ha sido ratificada por 100 países y se encuentra vigente desde el 20 de abril de 2006, siendo Chile el único país sudamericano que no la ha ratificado.


Conforme lo dispone el artículo 26 de la Convención y tal como consta en el informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el mayor gasto fiscal ascenderá a US$2.185 cada dos años, el cual se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Esperamos aprobar y ratificar esta Convención antes de octubre del presente año, ocasión en que se realizará la Asamblea General de la UNESCO en París, cumpliendo además con el compromiso asumido por la Presidenta en esta materia.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Gazmuri.

- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 16 de abril de 2008, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El acuerdo para el cual se solicita la aprobación del Congreso Nacional, corresponde a la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, aprobada el día 17 de Octubre de 2003 por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,  la Ciencia y la Cultura: UNESCO.

La citada Convención establece un “Fondo para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial”, el cual se constituye, entre otros,  con las contribuciones de los Estados Partes, que se efectuará cada dos años y no podrá exceder en ningún caso del 1% de la contribución del Estado Parte al Presupuesto ordinario de la UNESCO.

Considerando el aporte de Chile a UNESCO en  el año 2008, la contribución al referido Fondo del Patrimonio Cultural Inmaterial no podrá exceder de US$ 2.185 cada dos años.

En consecuencia, el mayor gasto fiscal que significa la aprobación del referido acuerdo es de un monto máximo de US$ 2.185 cada dos años, correspondiendo efectuar el primer aporte en el año 2009 y se financiará con cargo al presupuesto de la Secretaría y Administración General y Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase la "Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial", adoptada en París, el 17 de octubre de 2003, en la 32a. Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO.".

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 9 de septiembre de 2008 con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Jaime Gazmuri Mujica.




Sala de la Comisión, a 10 de septiembre de 2008.
(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y OMINAMI, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE IMPLEMENTE MEDIDAS LEGALES TENDIENTES A REABRIR LA COMISIÓN DE PRISIÓN POLÍTICA Y TORTURA Y A AMPLIAR SU ÁMBITO DE COBERTURA O CREAR UNA NUEVA, PARA QUE PUEDAN SER CALIFICADOS LOS DETENIDOS DESAPARECIDOS Y EJECUTADOS POLÍTICOS QUE NO SE ENCUENTREN RECONOCIDOS POR COMISIÓN DE VERDAD Y RECONCILIACIÓN

(S 1104-12)

Honorable Senado:


En sesión del día de hoy, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, conoció del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que implemente medidas legales tendientes a reabrir la Comisión de Prisión Política y Tortura y a ampliar su ámbito de cobertura o crear una nueva, para que puedan ser calificados los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos que no se encuentren reconocidos por la Comisión de Verdad y Reconciliación (Boletín N° S 1.104-12).

Sobre el particular, la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Kuschel y Naranjo, acordó informar a la Sala que no le merece reparos.


Remito adjunto el expediente del referido Boletín.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): ANDRÉS CHADWICK PIÑERA, Presidente.-  JUAN PABLO DURÁN G., Secretario.

6

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NÚÑEZ, BIANCHI, LETELIER Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.995, QUE ESTABLECE LAS BASES GENERALES PARA LA AUTORIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y FISCALIZACIÓN DE CASINOS DE JUEGO, EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE LA ADICCIÓN AL JUEGO

(6096-O6)

Honorable Senado:

Fundamentos:

1. Ante el surgimiento en Chile de la llamada industria de los casinos, luego de que se aprobrara la Ley N° 19.995 de 7 de enero del año 2005, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego a lo largo de practicamente todo el país, ha surgido la inquietud, en diversos sectores, sobre los efectos que tendría este ejercicio lúdico en la salud mental de los jugadores y visitantes de estos establecimientos.

2. No obstante ser uno de los precursores de la idea de autorizar la instalación de casinos de juego en Chile, para con ello contribuir al desarrollo del turismo y la creación de empleos en nuestras regiones, estimo que es imprescindible prevenir los efectos negativos que puede tener esta actividad, especialmente cuando el juego se transforma ya no en una entretención o un pasatiempo, como debiera ser, sino que adquiere ribetes que alteran la personalidad, que la transforman en un vicio o adicción. Es decir, en una patología cuyos efectos son extraordinariamente graves, tal como se conoce por diversos estudios realizados en EE.UU.

3. En efecto, tal como señala la literatura especializada, aunque el Juego Patológico o Ludopatía es una enfermedad muy antigua, solo en 1975 comenzó a estudiarse como tal y fue solo en 1980 cuando se produjo su reconocimiento oficial, con la inclusión del juego patológico por parte de la Asociación Americana de Psiquiatría en la tercera edición del manual diagnóstico y estadístico de los trastornos mentales. 

4. La ludopatía es un trastorno caracterizado por un pobre control de impulsos que se manifiesta por recurrentes y maladaptativas conductas de juego. 

5. Los pacientes que presentan esta condición experimentan una progresiva inhabilidad para resistir los impulsos de jugar, de tal manera que el juego llega a alterar significativamente su funcionamiento a nivel personal, familiar, financiero, ocupacional y social. 

6. La Asociación Americana de Psiquiatría señaló en 1995 que hay juego patológico cuando se dan al menos cinco de las siguientes circunstancias:

· Preocupación por el juego 

· Necesidad de jugar con cantidades crecientes de dinero para conseguir el grado de excitación deseado.

· Fracaso repetido de los esfuerzos para controlar, interrumpir o detener el juego.

· Inquietud o irritabilidad cuando se intenta interrumpir o detener el juego.

· El juego se utiliza como estrategia para escapar de los problemas. Después de perder dinero en el juego, se vuelve a jugar para intentar recuperarlo. 

· Se engaña a los miembros de la familia, terapeutas u otras personas para ocultar el grado de implicación en el juego.

· Se cometen actos ilegales como falsificaciones, fraude, robo o abusos de confianza para financiar el juego.

· Se han puesto en riesgo o perdido relaciones interpersonales significativas, trabajo u oportunidades profesionales por causa del juego.

· Se confía en que los demás proporcionen dinero que alivie la situación financiera causada por el juego.

7. En Chile, lamentablemente no se cuenta con estadísticas de prevalencia. Sin embargo, en EE.UU, se estima que este mal afecta entre un 1 y 3.4% de la población. Esta prevalencia se duplica en áreas donde hay un casino en un radio de 80 Km.. Para ambos sexos y tanto en adolescentes como adultos la prevalencia estaría actualmente en aumento. 

8. Las personas con ludopatía frecuentemente retrasan la búsqueda de tratamiento debido a que se encuentran avergonzados de su problema e intentan mantenerlo en secreto mientras tratan de recuperar sus perdidas económicas. 

9. Con el objeto de prevenir y contribuir a una política de salud que se adelante a las consecuencias negativas que pudiera llegar a tener esta actividad recreativa y lúdica ante la proliferación de casinos que hemos autorizado a través de la ley respectiva, se hace necesario establecer, por lo pronto, una modificación de la Ley N° 19.995 que obligue a los operadores de casinos a exhibir advertencias en las salas de juego sobre la adicción al juego o ludopatía y que también se les obligue a entregar, a jugadores y visitantes de estos establecimientos, folletos explicativos sobre el juego responsable y los efectos en la salud de las personas de la adicción al juego.

En virtud de los fundamentos expuestos, vengo en presentar la siguiente

MOCIÓN DE LEY

Modifica la Ley N° 19.995 que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, de la siguiente forma:

Agréguese un artículo 8 bis nuevo, del siguiente tenor:

“En las salas de juego se deberán exhibir claras y precisas advertencias de los daños enfermedades o efectos sobre la salud de las personas, que implica la adicción al juego, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes o leyendas en idioma español. 

Asímismo, los operadores deberán disponer la entrega a los usuarios y jugadores que ingresen a las salas de juego de folletos explicativos sobre el juego responsable y los efectos en la salud de las personas de la adicción al juego.” 

(Fdo.): Ricardo Núñez Muñoz, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA Y HORVATH, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE OBLIGA A EMPRESAS CONCESIONARIAS DE SERVICIOS DE TELEFONÍA LOCAL A INSTALAR A SUS SUSCRIPTORES UN MEDIDOR DE CONSUMO TELEFÓNICO

(6097-15)

Honorable Senado:

I. INTRODUCCIÓN: 

Como es de conocimiento público, desde hace años se ha desarrollado toda una polémica por los medidores telefónicos. 

Este aparato permite detectar, medir la duración, registrar y generar reportes de toda llamada telefónica completada que se realice desde las dependencias del suscriptor local del servicio telefónico.

De acuerdo al texto de la Ley 19302 de Marzo de 1994, su artículo 2º establece que “las empresas concesionarias del servicio público telefónico deberán ofrecer facilidades que permitan al suscriptor verificar en su propio domicilio las llamadas cursadas por intermedio de sus instalaciones”. 

Es del caso que a pesar de que esta ley es vigente desde 1994, la Subsecretaría de Telecomunicaciones (Subtel) no ha realizado las gestiones eficaces que obliguen  a las empresas a cumplir con ella, y estas a su vez se niegan a instalarlos, a los suscriptores que las han solicitado.


Esto va en directo perjuicio de los consumidores. Mucha la gente y empresas siguen siendo perjudicadas con las denominadas "llamadas brujas". Existe todo un modus operandis que utilizan quienes realizan 'pinchazos telefónicos' a particulares o empresas, sin que éstos sepan dónde y quién las hizo, pero que sin embargo deben cancelar de todas formas por carecer de un importante elemento de prueba. 

Esto se produce pues existe una clara vulnerabilidad de las redes telefónicas, en al menos cuatro (4) puntos claves, a saber:

1. Central de conmutación (miles de líneas)

2. Cámara de conexión (cientos de líneas)

3. Armario de conexión (cientos de líneas)

4. Caja terminal (decenas de líneas)

En cualquiera de estos puntos se pueden realizar llamadas que posteriormente se cobran a los usuarios del servicio telefónico local.

Asimismo, al existir subcontratación del servicio de mantención, no solo se coloca en una situación de precariedad el empleo de  mano de obra al interior de las propias compañías telefónicas locales, sino que se lesiona al usuario consumidor, puesto que se ve expuesto a la potencial maniobra de terceras personas ajenas  al titular de la línea telefónica local, que pueden atentar contra el servicio publico telefónico.

Sin perjuicio de ello, claramente no podemos menospreciar la posibilidad de que eventualmente las mismas empresas concesionarias, sea por error, y eventualmente por sucesos intencionales, puedan asignar injustificadamente llamadas a quienes no las han realizado. 

Sea cual sea el origen de estas llamadas, la inexistencia de un medidor telefónico no parece razonable, toda vez que los demás servicios de suministro si cuentan con un medidor, como el agua, el gas, la luz eléctrica. Existiendo actualmente la tecnología adecuada, y siendo ella económicamente accesible, ¿cuál es la objeción al uso masivo de la misma?. 

Este proyecto, concebido en un ánimo de defensa de los derechos de los consumidores, viene a llenar ese vacío. 

II. RECUENTO DE ACCIONES FISCALIZADORAS

1. Presentación a Contraloría del Diputado Navarro.

El día 12 de septiembre de 2002, siendo ya Diputado, presenté una solicitud de dictamen a Contraloría General de la República, denunciando el incumplimiento de la normativa vigente sobre medidores telefónicos. 

En concreto, se solicitó a Contraloría que revisara “la legalidad y cumplimiento efectivo del proceso de fiscalización por parte de la Subsecretaria de Telecomunicaciones, en adelante SUBTEL, en cuanto que el Decreto Supremo N°425, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de fecha 27 de diciembre de 1996 y tomado razón por la Contraloría General de la Republica con fecha 7 de agosto de 1997 y publicado en el Diario Oficial No35.838 de fecha 9 de agosto de 1997 y que aprueba el Reglamento del Servicio Publico establece en su articulo 35 que “la compañía telefónica local deberá ofrecer facilidades a través de la línea telefónica que permitan al suscriptor local verificar el consumo realizado mediante un medidor conectado a la instalación interior” y de la legalidad y efectividad del proceso de fiscalización por parte de SUBTEL en cuanto que  el señalado Decreto Supremo No425, a su vez, establece que “solo personal de la compañía telefónica local podrá intervenir en los equipos o instalaciones de su propiedad””. 
La respuesta de la Contraloría de la época fue reafirmar el deber de la Subsecretaría de Telecomunicaciones en el sentido de exigir a las empresas concesionarias de servicios de telefonía la obligación de instalar los dispositivos de medición de llamadas a los usuarios locales que así lo soliciten

2.  Acusación  Constitucional.

En el año 2002 parlamentarios (RN) anunciaron la presentación de una Acusación Constitucional contra el Ministro  de Transportes y Telecomunicaciones, Carlos Cruz, por grave abandono de sus funciones al no exigir a las operadoras proveer e instalar el Medidor.

Con fecha 04 de septiembre de 2002, la Subtel emite un comunicado de prensa relativo a la acusación constitucional del entonces Diputado Arturo Longton, señalando que esta no se justificaba, pues el Ministerio había dado estricto cumplimiento a la Ley N° 10.302. Señalaba el comunicado que una vez constatado el incumplimiento de las compañías concesionarias de servicio telefónico, el Ministerio procedió a formular cargos contra ellas el 02 de junio del año 2000, y que con fecha 18 de mayo de 2001, no aplicó sanción alguna, en la espera de la existencia de equipos homologados en Chile. Hechos los llamados públicos a las empresas proveedoras y fabricantes, mediante resolución exenta 1737, el MTT, con fecha 31 de diciembre de 2001, flexibilizó los requisitos de estos equipos, y ya en enero de 2002 habían dos equipos homologados. 

Con la promesa del Ministro de Transportes y telecomunicaciones en profundizar las fiscalizaciones, los diputados no presentaron la acusación constitucional. 

3. Solicitud de medidor del Diputado Navarro.

Con fecha 08 de octubre de 2003, siendo ya Diputado de la República, presenté una solicitud a la empresa Telefónica CTC, para que instalara un medidor de consumo telefónico MCT 2000, en mi domicilio de Penco, ubicado en el Distrito en donde ejercía como Diputado, y perteneciente a la actual circunscripción VIII costa, en la que ejerzo como Senador. El equipo disponible, homologado, lo adquirí yo personalmente. En dicha solicitud pedí conocer las condiciones técnicas y económicas de instalación del medidor. 

Esta solicitud quedó en la nada. Jamás obtuve respuesta, y con los años, y en vista del silencio empresarial, incluso extravié dicho medidor. 

Si esa es la respuesta de una empresa a una autoridad, cabe imaginarse la respuesta a un ciudadano normal.

4.  Presentación de recurso de protección.

La Organización de Consumidores y Usuarios, por medio de su Presidente, don Stefan Larenas, junto al Sindicato de Interempresas Nacional de Telecomunicaciones (Sinate), y la Central Autónoma de Trabajadores de Chile (CAT), presentaron un recurso de protección en contra de la empresa Telefónica CTC Chile S.A., en la Corte de Apelaciones de Santiago, el mes de octubre de 2003, a fin de que se cumpliera con la instalación del Medidor de Consumo Telefónico.

El recurso reclamaba que a pesar de existir disponibles medidores telefónicos, reconocidos por la Subtel, y que estos ya estaban contemplados en el artículo 2º de la ley 19.302 de 1994, la obligación de instalarlos todavía no se hace efectiva, aún cuando los usuarios los soliciten, debido a la oposición de las empresas del sector.

En aquella época señalé junto con ODECU que: "la ley establece que las empresas concesionarias de servicio público telefónico debían ofrecer facilidades que permitan, a solicitud del suscriptor, verificar en su propio domicilio, las llamadas cursadas por intermedio de sus instalaciones. Lo mismo ocurre con el artículo 38 del Reglamento del Servicio Público Telefónico que especifica que la compañía telefónica local debe ofrecer facilidades a través de la línea telefónica que permitan al suscriptor local, a solicitud, verificar el consumo realizado, mediante un medidor conectado a la instalación telefónica interior, el que podrá ser provisto por la compañía telefónica local o por terceros, y cuyas normas fijó la Resolución Exenta N° 1346 de fecha 24 de Septiembre de 1999"
.

"Esta resolución –expliqué en esa época como Diputado de la República- fijó las normas, las características funcionales y las especificaciones mínimas que deben cumplir estos MCT utilizados en una línea telefónica, señalando en su artículo 1°, letra a) que sus funciones son: "detectar, medir la duración, registrar y generar reportes de toda llamada telefónica completada que se realice desde las dependencias del suscriptor local del servicio telefónico. Además, deberá registrar y generar reportes de las comunicaciones que establezca el suscriptor con el centro de conmutación local, para programar servicios, tales como, candado electrónico, desvío de llamadas, etc".

Refiriéndome al recurso de protección señalé que los recurrentes solicitaron la instalación del medidor con fecha 8 de octubre de 2003 en sus respectivos domicilios, el cual habían adquirido, como lo acreditan con las facturas respectivas, y que “hasta hoy no hemos recibido respuesta de la compañía telefónica, de manera tal que ésta ha incurrido en una omisión, que se corresponde con una negativa a instalar el medidor, constituyendo una arbitrariedad e ilegalidad que atenta contra la garantía del N° 24 del Artículo 19 de la Constitución Política de la República, el que en su inciso 3º dispone que "nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio", es decir, del uso, goce y disposición.  Con esta omisión se nos priva, en forma ilegal y arbitraria, del uso y goce de los medidores telefónicos MCT-2000, que son de nuestra propiedad, por la Telefónica CTC Chile S.A., quien estaba obligada por la resolución exenta N° 1346 de la Subsecretaría de Telecomunicaciones de fecha 24 de septiembre de 1999, a efectuar la instalación, en forma no discriminatoria, por la compañía telefónica local a solicitud escrita del suscriptor, cumpliendo con las especificaciones de instalación señaladas por el fabricante"
. 

Es del caso que en sentencia de la Ilma. Corte de Apelaciones de Santiago, en recurso 7021 del cuatro de marzo de 2004, sentenció que “6) (…) la Resolución Exenta N 827, de 25 de julio de 2003, dictada por la Subsecretaria de Telecomunicaciones, se refiere en su punto II, N 16, "Facilidades para la implementación del medidor de consumo telefónico", a la instalación del medidor de consumo telefónico los siguientes términos: "Instalación del medidor de consumo telefónico: consiste en el sellado del equipo medidor, a realizarse luego de la colocación y conexión física del equipo por el proveedor que elija y contrate el propio suscriptor. Este sellado corresponde que sea efectuado por la concesionaria, verificando previamente que el equipo está debidamente homologado por la autoridad competente, para lo cual debe efectuarse una visita al domicilio del suscriptor. Esta visita debe realizarse cada vez que el medidor de consumo telefónico se ponga en servicio, esto es, en caso de manutención o reparación del equipo por parte del proveedor". "Facilidades reversión de polaridad: corresponde al servicio de inversión de polaridad para medidor de consumo telefónico. Esta facilidad permite al medidor de consumo telefónico recibir la señal de reversión para iniciar la medición de la comunicación, una vez que el abonado de destino ha contestado la llamada". "Facilidades para el envió del ANI: corresponde a la facilidad de registro y visualización de fecha y hora de llamadas para medidor de consumo telefónico en fase off hook para línea analógica convencional. Esta facilidad permite que el medidor de consumo telefónico sincronice el reloj interno con información de la hora proveniente de la central publica telefónica";  7) Que de la normativa técnica transcrita en el motivo que antecede, se infiere que la obligación impuesta por la ley a las concesionarias de servicio publico telefónico no es la de instalar material o físicamente el dispositivo (MCT-2000) o medidor de consumo -como lo sostienen las recurrentes-, sino tan solo la de ofrecer las "facilidades" necesarias para que aquel elemento técnico pueda registrar debidamente el consumo del suscriptor. Ello queda claro al establecer la precitada Resolución Exenta N 827, que la "Instalación del medidor de consumo telefónico" consiste en el sellado del equipo medidor, lo que se realizará por la concesionaria de servicio publico telefónico luego de la colocación y conexión física del equipo por el proveedor que elija y contrate el propio suscriptor, como así también, al precisar la referida normativa las facilidades que deberá otorgar la concesionaria -reversión de polaridad y envió de ANI- para hacer operativo el dispositivo tendiente a medir el consumo; 8) Que al no haberse acreditado la comisión de un acto u omisión arbitrario o ilegal por parte de la recurrida del cual se derive conculcación de algún derecho o garantía constitucional de aquellos que están tutelados por esta acción constitucional, procede desestimar este recurso de protección.”

Interpuesto un recurso de apelación contra esta sentencia en el plazo legal, la Excma. Corte Suprema de Justicia confirmó la resolución, y con ello la sentencia quedó afirme, con fecha 12 de abril de 2004
. 

Vemos que este intento de fiscalización ciudadana fracasó, y que continuamos sin que se cumpla la voluntad del legislador en cuanto a que quien solicite un medidor telefónico pueda contar con él, a efectos de conjurar el cobro de “llamadas brujas” o “fantasmas”. 

5. Oficio de la Comisión de Obras Públicas de la Cámara de Diputados al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 

Con fecha 07 de noviembre de 2006, la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, recibió a la empresa Businesscom Ltda., proveedora de dispositivos de medición, quien se refirió al incumplimiento por parte de las concesionarias de servicio telefónico de la obligación legal que pesa sobre los medidores de servicios telefónicos. 
La comisión acordó oficiar al Sr. Ministro de Transportes y Telecomunicaciones “a objeto de que explique las razones por las cuales las concesionarias de servicios telefónicos no han dado cumplimiento a la obligación legal de Ofrecer facilidades que permitan al suscriptor verificar en su propio domicilio, las llamadas cursadas por intermedio de sus instalaciones, así como las acciones que adoptará la autoridad al respecto”. 
Sospechosamente, luego del envío de este oficio, la SUBTEL, modificó el artículo 38 del Decreto 425, Reglamento del  Servicio Público Telefónico, retirando la obligación de proveer el equipo medidor a solicitud del usuario y reemplazando esta obligación por “dar las facilidades” para su instalación”, norma que tampoco se ha cumplido, como veremos. 
Con fecha 29 de diciembre de 2006, Pablo Bello, Subsecretario de Telecomunicaciones, respondió el oficio de La Comisión de la Cámara, anunciando el cambio Reglamentario referido en el párrafo anterior, y estableciendo que se modificará el artículo 38 del Reglamento del Servicio Público Telefónico, “en el sentido de reafirmar la obligación legal del otorgamiento por la compañía telefónica local de las facilidades que la ley alude y clarificar que la compañía telefónica local no posee la obligación de garantizar la disponibilidad del referido medidor”. Asimismo, se señala que se exigirá a las compañías a informar sobre los proveedores de dichos medidores. 
III. MODIFICACIONES REGLAMENTARIAS A FAVOR DE LAS EMPRESAS CONCESIONARIAS

De acuerdo al texto de la Ley 19302 de Marzo de 1994, su artículo 2º establece que “las empresas concesionarias del servicio público telefónico deberán ofrecer facilidades que permitan al suscriptor verificar en su propio domicilio las llamadas cursadas por intermedio de sus instalaciones”. 

Como norma consecuente, el Decreto N° 425 de 1996 en el Art. 38 establecía que las compañías debían  proveer el equipo a solicitud del usuario. Luego del oficio de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones de noviembre de 2006, el mencionado decreto fue modificado por Decreto 802 de 2006, que en lo pertinente señala “que el suscriptor local podrá adquirir o arrendar el medidor a terceros ...”

No obstante, debemos señala que estas opiniones de Subtel son del todo antojadizas. El Memorando Nª 299 de la Subtel, que es la fuente en que se basa el DS  802, señala que: “Además, en un ambiente donde los cobros por distancia y por tiempo de uso tienden a desaparecer, será innecesario contar con los medidores tal cual han sido concebidos hasta hoy.” No obstante todo esto, las cifras son contundentes. Veamos los datos extraídos de SUBTEL
: 

LINEAS TOTALES EN SERVICIO DE TELEFONÍA FIJA

	Año
	Mes
	Número de Líneas en servicio
	Crecimiento Año Anterior 
	Penetración por cada  100 hab. 

	2000
	Dic
	                        3.302.498   
	
	                    21,53   

	2001
	Dic
	                        3.478.492   
	5,33%
	                    22,24   

	2002
	Dic
	                        3.467.013   
	-0,33%
	                    21,92   

	2003
	Dic
	                        3.252.063   
	-6,20%
	                    20,34   

	2004
	Dic
	                        3.318.260   
	2,04%
	                    20,53   

	2005
	Dic
	                        3.435.888   
	3,54%
	                    21,03   

	2006
	Dic
	                        3.326.435   
	-3,19%
	                    20,16   

	2007
	Dic
	                        3.378.946   
	1,58%
	                    20,27   


Fuente: www.subtel.cl
LÍNEAS EN SERVICIO DE TELEFONÍA BÁSICA POR TIPO DE CLIENTE A NIVEL NACIONAL

	Año
	Mes
	Líneas en Servicio de Clientes Residenciales  
	Crecimiento Año Anterior 
	Penetración por cada 100 hab. 
	Penetración % hog con acceso 
	Líneas en Servicio de Clientes Comerciales 
	Crecimiento Año Anterior 

	2000
	Dic
	               2.422.426   
	
	              15,64   
	62,09%
	            809.285   
	

	2001
	Dic
	               2.495.726   
	3,03%
	              15,94   
	62,76%
	            902.529   
	11,52%

	2002
	Dic
	               2.481.214   
	-0,58%
	              15,67   
	61,22%
	            910.346   
	0,87%

	2003
	Dic
	               2.315.980   
	-6,66%
	              14,47   
	56,07%
	            867.355   
	-4,72%

	2004
	Dic
	               2.454.886   
	6,00%
	              15,17   
	58,46%
	            801.423   
	-7,60%

	2005
	Dic
	               2.547.224   
	3,76%
	              15,58   
	59,68%
	            834.877   
	4,17%

	2006
	Dic
	               2.244.444   
	-11,89%
	              13,59   
	51,75%
	         1.037.043   
	24,22%

	2007
	Dic
	               2.273.096   
	1,28%
	              13,63   
	51,59%
	         1.052.928   
	1,53%


www.subtel.cl
SERVICIO TELEFONÍA FIJA

Indicadores de penetración de mercado
	Región
	Diciembre de 2002
	Diciembre de 2007

	I
	18,40
	18,46

	II
	19,90
	21,30

	III
	13,64
	15,08

	IV
	13,05
	12,62

	V
	22,46
	20,81

	VI
	11,20
	11,28

	VII
	9,73
	9,78

	VIII
	14,97
	14,11

	IX
	11,51
	11,03

	X
	13,07
	12,16

	XI
	16,39
	11,76

	XII
	27,03
	25,59

	RM
	30,82
	27,87


www.subtel.cl
TELEFONIA FIJA
	Año
	Mes
	Líneas Totales en Servicio. Telefonía Básica
	Líneas Totales en Servicio. Telefonía Pública.



	2000
	dic
	3.231.711
	70.787

	2001
	dic
	3.398.254
	80.238

	2002
	dic
	3.391.560
	75.453

	2003
	dic
	3.183.335
	68.728

	2004
	dic
	3.256.309
	61.951

	2005
	dic
	3.382.101
	53.787

	2006
	dic
	3.269.115
	57.320

	2007
	dic
	3.324.682
	54.264


www.subtel.cl
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CUADAO 22 NUMERO DE LINEAS EN SERVICIO, LLAMADAS, MINUTOS, CONEXION Y
TIEMPO DE CONEXIGN, EN TELEFONIA RED FLJA LOCAL, SEGUN MES,

7 Promedia mensualdlao corespondiete

2002 - 2006
[ ) Servico Telelénico Local
pra— Loz ‘Servicio Local Medido (SUN) | Servico nteroet(Tramo oca)
Wiles) Uamatas Winss | Conexién | Timpo de conexibn
o (Wles) | (es) | (Wiles) lqm de minuts)

2 o GO 16131060 71810 2502
20 3406 BILID U602 180,186 475809
2004 2504 GAS% 14006298 10282 28831
2005 s 6166665 12955950 s1.387 FE
2006 30 12315374 ans 1mam
Eneno 3419 1038317 a7 18019
Febrro 3417 2028 850925 3957 140568
Maro 3415 sBa0 1127912 450 162348
Abil 3402 w75 101097 am 150435
Mayo 334 S57 1081532 a1 165627
duio 3354 a1 4216 151623
Juio 330 suare 1072254 4512 619
Ao 3w 76T 108852 a1 151226
Sepembve 3288 456550 955,680 4106 1513
Qctubre 3% asem 103 am 13059
Novienbe 3257 s 10108 335 12058
Dicemtre 3210 amoa 1001673 s 111550

B/ LasLineas en Srvico corrospondientea 0 2004 o son comgarable con s s anerors debidol cambio e equialencia
ectuans principamerts en neas resdencale (30 canles e vz y allotfic) Lo aterior expca que,  pesar de seqir

ercienco e carfidad de Linea en Servicos iure una dsminucidn en ascas.

1 La informacién de ervico Iteret. s rfiere  rternet Conmutado
FUENTE: Encuesta Mensual de Tolefonia Red Fia Local. INE.
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CUADRO 24: NOMERO DE LLAMADAS Y MINUTOS DE DUMU[‘IEACII;)N LARGA
DISTANCIA NACIONAL E INTERNACIONAL, SEGUN MES, 2002 - 2006

T _ Senvicio Telelico Larga Distanca Nacional ¢ Intermacional

AROYMES | Larga Distania Nacional Larga Distancia Internacional ‘
Llamadas (Miles) Minutos (Miles) Llamadas (Miles) Minutos (Miles)
20 s PP T ) 211018
2003 802,616 2029.155 53132 208.912
20 3688 1979826 251 7925
2005 741.285 1.736.305 55.020 204476
206 0443 1555281 2.6 184575
Enero 50334 141951 ame 16450
Febrero 57.781 118.891 4123 14531
Maro 417 1342 ag90 17166
Abril 56051 127475 4243 15115
Mayo 60201 136721 4619 16216
Junio. 56568 126839 429 14708
Julio 59687 133521 4256 14950
Agosto 59477 132135 4398 15253
Septiembre 54284 117529 3957 14131
Octubre 58255 127.105 4444 15589
Noviembre 57.161 125.755 4443 15336
Diciembre. sr22 123927 4061 15230

FUENTE: Encuesta Mensual o Toofonia Larga Distanca (Carrir). .




SERVICIO DE TELEFONÍA FIJA

Indicadores de Organización de la Industria

	Alias
	dic-07
	Participación

	Telefónica CTC Chile
	   2.179.203    
	64,49%

	VTR Telefónica S.A.
	       580.038    
	17,17%

	Entelphone
	       159.578    
	4,72%

	Telefonica del Sur S.A.
	       133.757    
	3,96%

	GTD Manquehue
	         76.326    
	2,26%

	CMET 
	         74.917    
	2,22%

	GTD Telesat
	         63.446    
	1,88%

	TELMEX
	         48.478    
	1,43%

	CTR
	         24.994    
	0,74%

	WILL
	         21.575    
	0,64%

	Telcoy S.A.
	           9.541    
	0,28%

	Otros
	           7.093    
	0,21%

	Total
	   3.378.946    
	100%
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TELEFONÍA PÚBLICA (teléfonos públicos)

	Año
	Mes
	Líneas en Servicio de Telefonía Pública
	Crecimiento Año Anterior
	Penetración por cada 100 hab.

	2000
	Dic
	70.787
	
	0,46

	2001
	Dic
	80.238
	13,35%
	0,51

	2002
	Dic
	75.453
	-5,96%
	0,48

	2003
	Dic
	68.728
	-8,91%
	0,43

	2004
	Dic
	61.951
	-9,86%
	0,38

	2005
	Dic
	53.787
	-13,18%
	0,33

	2006
	Dic
	54.665
	1,63%
	0,33

	2007
	Dic
	51.424
	-5,93%
	0,31
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TELEFONÍA MÓVIL
	Periodo 
	Miles de Minutos Salida
	Miles de Minutos de Entrada
	Miles de Llamadas Salida
	Miles de Llamadas entrada

	Total 2000
	            32.113   
	                         6.779   
	                    34.345   
	                       2.850   

	Total 2001
	            60.083   
	                      25.442   
	                  115.179   
	                    10.761   

	Total 2002
	            92.813   
	                      25.161   
	                  191.794   
	                    22.359   

	Total 2003
	            82.045   
	                      24.117   
	                  169.462   
	                    32.819   

	Total 2004
	            93.271   
	                      31.886   
	                  190.577   
	                    71.216   

	Total 2005
	            75.212   
	                      23.691   
	                  160.326   
	                    38.697   

	Total 2006
	            78.189   
	                      21.103   
	                  138.140   
	                    23.968   

	Total 2007
	            80.940   
	                      15.143   
	                  105.684   
	                    15.759   
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Como se puede ver, no hay una disminución ostensible de llamadas en la telefonía fija, sea en virtud del auge de la telefonía celular o por la telefonía IP, que sea suficiente para augurar una disminución progresiva de los suscriptores del servicio de telefonía fija. Las únicas que han bajado son las cifras de telefonía pública (teléfonos públicos). Asimismo, en la telefonía con tarifa plana, también se requieren controles, pues el usuario es quien requiere un control de sus llamadas, pues de superar su cuota se le aplican tarifas superiores. Asimismo, el nacimiento de categorías de usuarios implica la transparencia y veracidad de la información en el mercado.

Nos parece totalmente inapropiado y grave, que el oficio de SUBTEL a la Comisión de Transportes y telecomunicaciones de la Cámara de Diputados, ya citada, señale que “Por su parte, Telefónica Chile S.A. opina que la norma beneficia a los fabricantes del aparato y no a los usuarios. Propone eliminar la referencia del medidor de consumo telefónico que hace el Art. 38 ya citado”, pues SUBTEL es un organismo regulador y fiscalizador, que debe tutelar los derechos ciudadanos, y cumplir la ley vigente, lo que no parece suceder en la realidad. 

Sin perjuicio de lo anterior, otra es la realidad de los Decretos tarifarios, lo que prueba lo ambivalente de la normativa actual, y asimismo la imperiosa necesidad de su uniformización. Es así que los Decretos Tarifarios 169 de Telefónica, 714 de Telefónica del Sur y 170  de Entel Telefonía Local fijan las tarifas máximas aplicables por la operadoras, en la letra k), que lleva por título “Facilidades para la implementación del Medidor de Consumo Telefónico”, se dispone que “corresponde a la obligación de la concesionaria por proveer e instalar el Medidor”, y fija las tarifas máximas para las facilidades de reversión, visualización instalación y sellado. El decreto tarifario tiene una duración de 5 años, está vigente hasta el año 2009.

IV. CIFRAS DE RECLAMOS POR LLAMADAS NO RECONOCIDAS POR LOS USUARIOS Y COBRADAS POR LAS EMPRESAS CONCESIONARIAS. 

De acuerdo al INFORME FINAL de la “Encuesta de Satisfacción de Usuarios de Servicios de Telecomunicaciones”
, del Departamento de Economía de la Universidad de Chile, del año 2007, se pueden extraer importantes conclusiones sobre los cobros injustificados de las compañías concesionarias del servicio de telefonía. 

Primero, de acuerdo a la tabla 10.10 del Informe, se concluye que existen casi 500.000 hogares con problemas en el servicio de telefonía fija, de un total de 2 millones 700 mil servicios. 
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 Asimismo, de acuerdo a la tabla 11.5 del mismo informe, la mayor cantidad de reclamos de los usuarios de telefonía fija, en Chile, es por “llamadas no realizadas”, alcanzando un 29,5 % de las mismas a nivel nacional. En la V región, el nivel de reclamos por esta causa es de 43,7%. 
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Según este informe: “El  40,4%  de los  reclamos presentados por los usuarios fueron solucionados totalmente por parte de las compañías proveedoras el problema.  Un 15,4% de los reclamos ni siquiera intentaron ser solucionados.  En los casos en que el problema o reclamo no es solucionado, en un 100% de los casos los usuarios no recurrieron a alguna otra instancia”.

Según Reportaje del Diario La Segunda: “De los 4.544 reclamos que ha recibido la Subtel por el servicio telefónico en lo que va corrido de este año, 995 corresponden a disconformidad con los cobros aplicados. De ellos, 250 han llegado al Servicio Nacional del Consumidor”
.

Queda clara la impunidad de esta violación de ley, y por cierto, la imperiosa necesidad de la existencia de los medidores telefónicos.  

V. CONCLUSIONES

Creemos que en vista de los antecedentes presentados, actualmente los consumidores se encuentran en la más total desprotección ante cobros indebidos o ante las denominadas “llamadas brujas”. Sin medidor, hay una total impunidad. Los resultados ya están calculados en el estudio presentado

Asimismo, con la actual redacción de la ley, no se ha logrado nada, sino una actitud vacilante y zigzagueante del ejecutivo, que no ha fiscalizado, y ante reclamos, ha modificado los reglamentos a favor de las empresas. 

Si tanto el suministro concesionado agua, luz y gas cuentan con medidores, no se ve razón que siendo económica y tecnológicamente accesible para los consumidores contar con un medidor, no sea una obligación de la empresa concesionaria no sólo instalarlos, sino que sea de su obligación proveerlos. Ello evitará la cifra negra millonaria, sino también un enriquecimiento ilícito de parte de las mismas empresas.  

Por tanto, vengo en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: 

Reemplácese la primera parte del inciso 1° del artículo 2° de la Ley N° 19.302, por el texto que sigue: “Las empresas concesionarias de servicio público telefónico deberán proveer e instalar a todos sus suscriptores que lo soliciten, en su propio domicilio, un equipo medidor de consumo telefónico debidamente homologado, que registre las llamadas cursadas por intermedio de sus instalaciones, y los eventos en la línea, como intervenciones, pinchazos de terceros, u otros”
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, LETELIER, NAVARRO Y NÚÑEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE EXTIENDE A EMPRESAS RELACIONADAS QUE INTEGREN UNA MISMA UNIDAD ECONÓMICA LA EXCLUSIÓN PARA CONTRATAR CON LA ADMINISTRACIÓN POR HABER SIDO CONDENADAS POR PRÁCTICAS ANTISINDICALES O INFRACCIÓN A DERECHOS FUNDAMENTALES DEL TRABAJADOR

(6098-13)

Honorable Senado:
Vistos: 

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numerales 2º, 21º y 22º y en el artículo 60º, numeral 20) de la Constitución Política de la República, y en las Leyes 19.886 y 20.238.

Considerando:

1.-
Que la Ley 20.238, entre otros aspectos, contempló la exclusión por dos años, de las empresas sancionadas por prácticas antisindicales, de la posibilidad de ser proveedores de bienes y servicios de los organismos e instituciones públicas.

2.-
Que para ello, se modificó la Ley 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y de Prestación de Servicios, que regula el sistema de adquisiciones públicas, conocido como ChileCompra.
3.-
Que la aplicación de esta medida constituye un complemento, en el ámbito comercial, a las sanciones económicas (multa) y social (publicación del listado) existentes respecto de esta infracción.

La explicación a ella radica en que quien incurre en estas acciones, dificultando la organización de los trabajadores, en alguna medida de está dotando de un entorno más favorable para postular a las respectivas licitaciones, afectando con ello la libre competencia.

Al mismo tiempo, en lo institucional, constituye una importante señal, pues resulta evidentemente anómalo que quienes incurren en esas prácticas, vulnerando la legislación vigente, estén, al mismo tiempo, haciendo negocios con el Fisco, cuyos responsables deben garantizar el respeto de la normativa.

3.-
Que los pocos meses en que dicha norma ha estado en vigencia han revelado la existencia de al menos dos falencias.

Por una parte, se constata la existencia de dificultades para contar, en forma oportuna, con la certificación judicial de la sanción, indispensable para cursar la suspensión, debiendo esperarse el listado emitido por la Dirección del Trabajo o sujetar a las empresas a una burocrática actualización periódica de las certificaciones respectivas.

En este sentido, proponemos la existencia de una comunicación mensual del tribunal sancionador a la Dirección de Compras y Contratación Pública. Lo anterior, permite, además, anticiparse a la aplicación masiva del procedimiento tutelar de derechos fundamentales, que también dará origen a la suspensión y que, por el momento, sólo rige en algunas regiones del país.

Por otro lado, se requiere precisar la aplicación del concepto de empresa en la materia, evitando que, como en otros aspectos de naturaleza laboral, la multiplicidad de razones sociales reste eficacia a la norma, minimizando el impacto de la sanción.

Para superar esta dificultad se postula que la aplicación de una sanción por prácticas antisindicales o infracciones a los derechos fundamentales del trabajador que recaiga en una empresa, será extensiva, para estos efectos, a todas las razones sociales ligadas directamente con la condenada, recogiendo la redacción de un proyecto de ley en trámite.

Por los motivos expuestos, los Senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese la siguiente parte final al inciso primero de su artículo 4º de la ley 19.886:

“Dicha suspensión se extenderá a las empresas relacionadas que integren una misma unidad económica, ordenada bajo una dirección común con la sancionada. Para facilitar el cumplimiento de lo señalado, los tribunales de justicia respectivos remitirán mensualmente a la Dirección de Compras y Contratación Pública el listado de condenados por tales conceptos.”

(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador.

Tramos nuevos
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